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1. INTRODUCCIÓN

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, que por disposición

de la Convención Americana de esa materia y del correspondiente Esta-

tuto, tiene la facultad de interpretar y aplicar aquel instrumento inter-

nacional
1

, así como los ordenamientos posteriores que le confieren com-

* Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Investigador en el Ins-

tituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México. Miem-

bro del Consejo Asesor del Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional.

1

 Las atribución contenciosa, con las respectivas legitimaciones procesales, se halla

prevista en los artículos 61, 62 y 63 de la Convención Americana sobre Derechos Huma-

nos, de 1969 (CADH): «competencia de la Corte sobre todos los casos relativos a la inter-

pretación o aplicación de esta Convención», bajo régimen de «cláusula facultativa»; la
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petencia material
2

, ha cumplido más de un cuarto de siglo de ejercicio

jurisdiccional
3

. Instalada en 1979, con sede en San José, Costa Rica
4

—mediante acuerdo con el Gobierno de este país—
5

, se ha ocupado desde

entonces en emitir opiniones consultivas de amplio alcance —tanto en lo

que respecta a su objeto como en lo que toca a los sujetos legitimados

para requerirlas—, resoluciones en casos contenciosos, medidas provisio-

nales de carácter cautelar y tutelar de derechos en grave riesgo, y acuer-

dos diversos vinculados con la ejecución de sus resoluciones. Actúa, pues,

en cuatro vertientes jurisdiccionales —entendido el término «jurisdicción»

en amplio contenido—, a saber: consultivo, contencioso, preventivo y eje-

cutivo
6

.

Si es relevante el desempeño de la Corte en la atención de los asuntos

de su incumbencia, que ha permitido construir una jurisprudencia cada vez

consultiva, en el artículo 64 del mismo instrumento, en dos hipótesis: «interpretación de

esta Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos

en los Estados americanos», y «compatibilidad entre cualquiera de (las) leyes internas (de

los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos) y los mencionados

instrumentos internacionales». La materia aparece regulada, asimismo, en el artículo 2 del

Estatuto de la Corte, de 1979. Esta competencia se extiende a 21 Estados americanos en los

que habitan 500 millones de personas (los Estados con derechos plenos en la Organización

de los Estados Americanos (OEA) son 34, y los Estados partes en la Convención America-

na son 24).

2

 Así, el Protocolo adicional a la Convención Americana en materia de Derechos Eco-

nómicos, Sociales y Culturales, o Protocolo de San Salvador, de 1988, en lo que respec-

ta (artículo 19.6) a derecho de los trabajadores a la organización sindical (artículo 8.a)

y derecho a la educación (artículo 13); Convención Interamericana para Prevenir y San-

cionar la Tortura, de 1985 (artículo 8), y Convención Interamericana sobre Desapa-

rición Forzada de Personas, de 1994 (artículo XIII). En noviembre de 2006 la Corte apli-

có por primera vez, en el Caso del Penal Miguel Castro Castro o Juárez Cruzatt (Perú),

la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia con-

tra la Mujer. Convención de Belém do Pará, de 1994 (artículo 12). A esto me referiré

infra.

3

 Cfr. la obra editada al cabo de veinticinco años del establecimiento de la Corte: VA-

RIOS, La Corte Interamericana de Derechos Humanos. Un cuarto de siglo: 1979-2004, San

José, Costa Rica, 2005.

4

 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Memoria de la Instalación, Secre-

taría de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Organización de los Estados Ame-

ricanos/Unión Europea, San José, Costa Rica, reimp., 1998.

5

 Se trata del denominado Convenio de Sede entre el Gobierno de la República de

Costa Rica y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de 10 de septiembre de 1981,

que también se refiere a la eficacia interna de las resoluciones del Tribunal en los siguientes

términos: «Las resoluciones de la Corte y, en su caso, de su Presidente, una vez comunica-

das a las autoridades administrativas o judiciales, tendrán la misma fuerza ejecutiva y eje-

cutoria que las dictadas por los tribunales costarricenses» (artículo 27).

6

 Cfr. mi punto de vista sobre esta diversa competencia, en GARCÍA RAMÍREZ, La juris-

dicción interamericana de derechos humanos. Estudios, Comisión de Derechos Humanos

del Distrito Federal, México, 2006, pp. 87 y ss. y 128 y ss.
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más extensa y diversa
7

, comienza a serlo además por la evidente trascen-

dencia de sus fallos en los órdenes nacionales, hacia los que es indispen-

sable llevar los criterios de la jurisdicción internacional
8

. Establecidos,

crecientemente, los puentes entre el ordenamiento internacional y los orde-

namientos nacionales, a través de sendas disposiciones constitucionales in-

ternas, hoy fluye con apreciable constancia la recepción de los criterios

jurisprudenciales de la Corte Interamericana en la jurisprudencia nacional.

De esto se han ocupado, con énfasis alentador y en casos de suma rele-

vancia, los tribunales constitucionales, las cortes supremas y las salas cons-

titucionales de éstas por medio de pronunciamientos cada vez más abun-

dantes y relevantes
9

. Este es el hecho más significativo de los últimos

años en lo que respecta al Sistema Interamericano de Protección de los

Derechos Humanos, como se ha sostenido en diversas oportunidades ante

las instancias de gobierno de la Organización de los Estados Americanos

(OEA)
10

.

7

 Se halla recogida en la página web de la Corte: http://www.corteidh.or.cr y en diver-

sas publicaciones; entre éstas, VARIOS, La Corte Interamericana..., cit., esp. pp. 523 y ss.;

y GARCÍA RAMÍREZ (coord.), La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos

Humanos, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional Autónoma de Méxi-

co/Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2ª ed., dos vols, México, 2006. Cfr., asi-

mismo, ALIRIO ABREU BURELLI, «Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos

Humanos», en VARIOS, La Corte Interamericana..., cit, p. 1.

8

 Cfr. THOMAS BUERGENTHAL, «La jurisprudencia internacional en el Derecho interno»,

en RAFAEL NIETO NAVIA (editor), La Corte y el Sistema Interamericanos de Derechos Hu-

manos, Corte Interamericana de Derechos Humanos, Organización de los Estados America-

nos/Unión Europea, San José, Costa Rica, 1994, pp. 67 y ss.

9

 Cfr. DIEGO GARCÍA SAYÁN, «Una viva interacción: Corte Interamericana y tribunales

internos», en VARIOS, La Corte Interamericana..., cit., pp. 323 y ss. Ha comenzado la pu-

blicación de ejemplos notables de la jurisprudencia nacional americana emitida por esas

cortes y salas en la Revista Diálogo Jurisprudencial (ha aparecido el primer número, co-

rrespondiente a julio-diciembre de 2006), en coedición de la Corte Interamericana de De-

rechos Humanos, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, el Instituto de Inves-

tigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México y la Fundación

Konrad Adenauer. Ese número incluye resoluciones judiciales de Argentina, Barbados,

Bolivia, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Perú y República Dominicana, El antecedente

de esta publicación es la Revista Iudicium et Vita, publicada por el Instituto Interamericano

de Derechos Humanos.

10

 P. ej., en el Informe ante la Asamblea General de la Organización de los Estados

Americanos (Santo Domingo, República Dominicana, 6 de junio de 2006) manifesté: «Si

tuviésemos que cifrar en un solo concepto los mayores logros de la jurisdicción interame-

ricana en la etapa más reciente —que son, por supuesto, logros del Sistema en su conjun-

to—, habría que mencionar la recepción que la jurisprudencia internacional ha tenido en el

orden jurídico interno de los Estados. Se ha fortalecido, con énfasis cada vez más fuerte y

convicción cada vez más firme, el tendido de puentes entre el orden internacional y el

orden nacional, que lejos de contraponerse constituyen, unidos, el arco protector del ser

humano. A mi modo de ver, desde esta perspectiva se deja atrás el conocido y superable

dilema sobre la jerarquía de ambos órdenes normativos. Este fenómeno constituye, ya, un
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Al respecto, es preciso tomar en cuenta que en virtud de que la justi-

cia interamericana sobre derechos humanos no constituye una nueva y

última instancia con respecto a los órganos nacionales, lo que pretende es

establecer, a partir de un juicio sobre la «convencionalidad» de los he-

chos que le son planteados, «orientaciones que posean amplio valor indi-

cativo para los Estados partes en la Convención (ADH), además de la

eficacia preceptiva —carácter vinculante de la sentencia, como norma ju-

rídica individualizada— que tienen para el Estado que figura como parte

material y formal en un proceso»
11

. Desde luego, también la jurisdicción

interamericana mira hacia la jurisprudencia nacional y acoge criterios acu-

ñados por ésta. Se trata, en fin de cuentas, de una mutua influencia entre

los órdenes de protección de los derechos humanos
12

.

Por otra parte, la vigencia de las reformas reglamentarias introducidas

en los años 2000 y 2003 ha permitido avances considerables en diversos

extremos. Uno de ellos ha sido, con varias consecuencias, la mayor legi-

timación procesal de la supuesta víctima de la violación a derechos hu-

manos
13

: en un primer momento, bajo el reglamento inicial de la Corte,

dato cotidiano y promisorio, que acredita una inédita y crativa cercanía entre tribunales, de

la que sólo derivan beneficios para el ser humano. Varias Cortes Constitucionales, Cortes

Supremas o Salas Constitucionales han acogido explícitamente la jurisprudencia de la Corte

Interamericana en un buen número de casos. En ella han apoyado sus pronunciamientos,

conforme a la idea —que se sustenta en los ordenamientos adoptados por los propios Es-

tados— de que el Tribunal internacional tiene a su cargo la interpretación de la Conven-

ción Americana y de que ésta constituye, para cada Estado, fuente de obligaciones, y para

cada individuo, fuente de derechos. Este ha sido el giro fundamental en la etapa que ahora

vivimos. Por este medio adquieren trascendencia los pronunciamientos de un tribunal inter-

nacional que no es última instancia de la justicia interna ni está llamado a conocer un ele-

vado número de casos».

11

 GARCÍA RAMÍREZ, Voto en el Caso Tibi (Ecuador). Sentencia del 7 de septiembre de

2004, en Temas de la jurisprudencia interamericana sobre derechos humanos. Votos par-

ticulares. México, ITESO, Universidad Iberoamericana (Puebla), Universidad Iberoameri-

cana (Ciudad de México) y Universidad de Guadalajara, 2005, p. 282. Cfr., asimismo, con

especial referencia para la jurisprudencia argentina, el sustancioso artículo de JUAN CARLOS

HITTERS, «Los tribunales supranacionales», en La Ley (Buenos Aires), año LXX, No. 15,

16 de agosto de 2006.

12

 Acerca de esta mutua influencia, cfr. FIX-ZAMUDIO, «Justicia constitucional y dere-

chos humanos en Latinoamérica», en LUIS LÓPEZ GUERRA (coord.), La justicia constitucio-

nal en la actualidad, Tribunal Constitucional (de Ecuador)/Instituto de Derecho Público

Comparado, Facultad de Ciencias Sociales y Jurídicas, Universidad Carlos III (España)/

Unión Europea/Corporación Editora Nacional, Quito, 2002, pp. 289-290.

13

 Cfr. FABIÁN OMAR SALVIOLI, «Derechos, acceso y rol de las víctimas», en JUAN E.

MÉNDEZ y FRANCISCO COX (eds.), El futuro del Sistema Interamericano de Protección de los

Derechos Humanos, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José, Costa Rica,

1998, esp. pp. 323 y ss.; GARCÍA RAMÍREZ, Los derechos humanos y la jurisdicción interame-

ricana, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas,

México, 2002, pp. 115 y ss.; ANTONIO CANÇADO TRINDADE, «Las cláusulas pétreas de la
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sólo podía actuar dentro de la delegación designada por la Comisión Inter-

americana de Derechos Humanos, si ésta así lo resolvía. Posteriormente

—bajo el reglamento de 1996—, pudo reclamar directamente las repara-

ciones a su favor, sin perjuicio de las decisiones que pudiera dictar la

Corte en otros renglones del amplio conjunto de las reparaciones, más allá

de la voluntad de las víctimas
14

. Hoy día, la víctima puede formular pre-

tensiones, aportar pruebas, formular alegatos, requerir medidas provisio-

nales, con autonomía y al amparo del reglamento en vigor
15

, que no des-

borda, ni podría, la exclusividad concedida a la Comisión Interamericana

para llevar los casos contenciosos ante la Corte
16

.

Posee gran relevancia, como progreso alcanzado en los últimos años,

la regulación del procedimiento contencioso que permite concentrar eta-

pas procesales, reunir diversos temas en una sola sentencia y abreviar con-

siderablemente el tiempo de tramitación de los casos, en beneficio de la

justicia interamericana en su conjunto y de los justiciables en cada con-

tienda. Ha sido posible reducir esa duración a la mitad del tiempo que

consumía hace pocos años
17

. También lo ha sido incrementar el número

de períodos de sesiones de la Corte, agregando la novedosa modalidad de

períodos extraordinarios fuera de la sede del Tribunal, esto es, en otras

capitales de países americanos —así, en 2005 y 2006: Paraguay, Brasil,

Argentina, El Salvador—, y alcanzar en el breve período comprendido

protección internacional del ser humano. El acceso directo de los individuos a la justicia a

nivel internacional y la intangibilidad de la jurisdicción obligatoria de los tribunales inter-

nacionales de derechos humanos», en VARIOS, El Sistema Interamericano de Protección de

los Derechos Humanos en el umbral del siglo XXI. Memoria del Seminario. Noviembre de

1999, Corte Interamericana de Derechos Humanos, San José, Costa Rica, 2001, t. I, cit.,

pp. 5 y ss., y «Bases para un proyecto de Protocolo a la Convención Americana sobre

Derechos Humanos, para fortalecer su mecanismo de protección», id., t. II, pp. 40 y ss.

y 50 y ss.

14

 Sobre esta materia, particularmente dinámica y desarrollada en el conjunto jurispru-

dencial de la Corte, me remito a mi artículo «La jurisprudencia de la Corte Interamericana

de Derechos Humanos en materia de reparaciones», en VARIOS, La Corte Interamericana...,

cit., pp. 1-86, en el que actualizo otros estudios sobre la misma cuestión, como el citado

infra n. 14.

15

 En éste se estipula que «después de admitida la demanda, la presunta víctima, sus

familiares o sus representantes debidamente acreditados podrán presentar sus solicitudes,

argumentos y pruebas en forma autónoma durante todo el proceso» (artículo 23.1).

16

 En efecto, la CADH estatuye: «Sólo los Estados Partes (en la Convención) y la Co-

misión tienen derecho a someter un caso a la decisión de la Corte». Hasta ahora sólo la

Comisión ha presentado demandas a la consideración de la Corte; no lo ha hecho ningún

Estado, salvo el planteamiento —que la Corte desechó— formulado hace años por el Go-

bierno de Costa Rica: Asunto de Viviana Gallardo y otros, de 1981.

17

 La progresión se ha desenvuelto durante la vigencia de los sucesivos reglamentos de

la Corte, como sigue: bajo el reglamento de 1980: 39 meses; reglamento de 1991: 38 meses;

reglamento de 1996: 40.5 meses, y reglamento de 2000: 21 meses.



520

JURISDICCIÓN INTERAMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS SERGIO GARCÍA RAMÍREZ

Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional
ISSN 1138-4824, núm. 11, Madrid (2007), págs. 515-554

entre 2004 y 2006 la solución definitiva, a través de sentencias que re-

suelven sobre el fondo y las reparaciones, de más de la mitad del total de

los casos contenciosos presentados a la Corte entre el año de su funda-

ción, 1979, y 2006
18

. Al concluir este último ejercicio la Corte no tenía

pendiente la emisión de sentencias correspondientes a casos que fueron

planteados antes del mismo 2006.

El propósito de este artículo, como de otros que anteriormente ha

acogido el Anuario Iberoamericano de Derecho Constitucional
19

, lo que

desde luego agradezco, es presentar a los lectores de esta revista una sín-

tesis apretada —espero que también suficiente— acerca de los criterios

sustentados por la Corte Interamericana en el período 2003-2006, etapa

de apreciable crecimiento tanto en el número de planteamientos llevados

al Tribunal como en la respuesta de éste a través de las correspondientes

resoluciones. Cabe decir que en el conjunto sigue figurando un crecido

número de asuntos relativos a la llamada «primera generación» de dere-

chos humanos. A los temas tradicionales, que figuraron reiteradamente en

la primera etapa del ejercicio de la Corte, se han agregado otras cuestio-

nes que abordan diversos aspectos de los derechos y libertades de aquella

generación. En forma limitada, por ahora, aparecen los derechos econó-

micos, sociales y culturales
20

; empero, diversos casos proponen asuntos de

esta naturaleza, implicados en derechos civiles y políticos o colindantes

con ellos.

En seguida mencionaré algunos criterios sostenidos por la Corte Inter-

americana en el periodo 2003-2006. Primero aludiré a los contenidos en

las dos opiniones consultivas emitidas en esa etapa, que son, al mismo

tiempo, las últimas opiniones formuladas hasta hoy, y después a los pro-

nunciamientos recogidos en sentencias acerca de libertades y derechos. No

incluyo aquí la materia de reparaciones
21

. Haré esta relación en el orden

en que figuran los correspondientes preceptos en la Convención America-

na sobre Derechos Humanos (CADH).

18

 Cfr. VARIOS, La Corte Interamericana..., cit., p. 502.

19

 Así, «Las reparaciones en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos

Humanos», en Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, Centro de Estudios Polí-

ticos y Constitucionales, Madrid, 1999, núm. 3, pp. 329-348; y «Temas en la reciente juris-

prudencia interamericana sobre derechos humanos», en id., 2003, núm. 6, pp. 651-688.

20

 Cfr. GARCÍA RAMÍREZ, «Protección jurisdiccional internacional de los derechos eco-

nómicos, sociales y culturales», en FUNDACIÓN DE ESTUDIOS PARA LA APLICACIÓN DEL DERE-

CHO (FESPAD)/CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES Y DERECHOS HUMANOS (CECDH),

Estudios sobre Derechos Humanos, San Salvador, FESPAD Ediciones, 2004, pp. 453-485;

en CENTRO POR LA JUSTICIA Y EL DERECHO INTERNACIONAL, Construyendo una agenda para

la justiciabilidad de los derechos sociales, Costa Rica, CEJIL, 2004, pp. 87- 113; y en

Cuestiones Constitucionales, Revista Mexicana de Derecho Constitucional, Instituto de In-

vestigaciones Jurídicas, UNAM, núm.9, julio-diciembre de 2003, pp. 127-157.

21

 Ibídem.
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2. MIGRANTES INDOCUMENTADOS

Una relevante opinión consultiva —OC-18/03—
22

 se ha ocupado en el

examen de los diversos problemas que suscita, a propósito del goce y ejer-

cicio de derechos humanos, la condición migratoria de las personas. El

problema que esto representa ha generado múltiples estudios, recomenda-

ciones, acuerdos, resoluciones de diversos organismos internacionales. Se

trata de una cuestión que atañe al mundo entero: las corrientes migratorias

—impulsadas por factores de variada naturaleza— constituyen un dato de

nuestro tiempo, que ofrece características especiales en este hemisferio,

sobre todo bajo la presión de condiciones económicas desfavorables que

impulsan a un creciente número de personas a buscar mejores condiciones

de vida en países distintos del suyo.

En tales circunstancias ocurren frecuentes violaciones de derechos hu-

manos, que se vuelcan sobre grupos vulnerables; es el caso, entre otros,

de los trabajadores indocumentados. A éstos se refiere, centralmente, la

Opinión Consultiva OC-18/03, acerca de «La condición jurídica y dere-

chos de los migrantes indocumentados». En ésta, la Corte reafirmó la

obligación estatal de respeto y garantía de los derechos fundamentales, así

como el principio de igualdad y no discriminación, cuya inobservancia

genera responsabilidad internacional. Por la importancia que reviste la

materia para millones de personas en los países americanos, pero no sólo

para ellas, creo útil transcribir en seguida algunas afirmaciones formula-

das por la Corte en dicha Opinión:

a) El principio fundamental de igualdad y no discriminación forma

parte del derecho internacional general, en cuanto es aplicable a

todo Estado, independientemente de que sea parte o no en deter-

minado tratado internacional. En la actual etapa de la evolución

del derecho internacional, el principio fundamental de igualdad y

no discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens
23.

.

b) El mencionado principio fundamental, revestido de carácter impe-

rativo, acarrea obligaciones erga omnes de protección que vincu-

lan a todos los Estados y generan efectos con respecto a terceros,

inclusive particulares
24

.

22

 Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Con-

sultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Cfr. mi comentario —además de mi Voto

particular— Corte Interamericana de Derechos Humanos. OC-18/03. «Estudio introduc-

torio» de SERGIO GARCÍA RAMÍREZ, Comisión Nacional de los Derechos Humanos, México,

2004, pp. 9 y ss.

23

 Cfr. OC-18/03, cit., párr. 101.

24

 Cfr. id., párr. 110.
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c) La obligación general de respetar y garantizar los derechos huma-

nos vincula a los Estados, independientemente de cualquier cir-

cunstancia o consideración, inclusive el estatus migratorio de las

personas
25

.

d) El derecho al debido proceso legal debe ser reconocido en el mar-

co de las garantías mínimas que se deben brindar a todo migrante,

independientemente de su estatus migratorio
26

.

e) La calidad migratoria de una persona no puede constituir una jus-

tificación para privarla del goce y ejercicio de sus derechos hu-

manos, entre ellos los de carácter laboral. El migrante, al asumir

una relación de trabajo, adquiere derechos por ser trabajador, que

deben ser reconocidos y garantizados, independientemente de su

situación regular o irregular en el Estado de empleo. Estos dere-

chos son consecuencia de la relación laboral
27

.

f) El Estado tiene la obligación de respetar y garantizar los derechos

humanos laborales de todos los trabajadores, independientemente

de su condición de nacionales o extranjeros, y no tolerar situacio-

nes de discriminación en perjuicio de éstos, en las relaciones la-

borales que se establezcan entre particulares (empleador-trabaja-

dor)
28

.

g) Los trabajadores, al ser titulares de los derechos laborales, deben

contar con todos los medios adecuados para ejercerlos. Los traba-

jadores migrantes indocumentados poseen los mismos derechos la-

borales que corresponden a los demás trabajadores del Estado de

empleo, y este último debe tomar todas las medidas necesarias para

que así se reconozca y se cumpla en la práctica
29

.

h) Los Estados no pueden subordinar o condicionar la observancia

del principio de igualdad ante la ley y no discriminación a la

consecución de los objetivos de sus políticas públicas, cualesquie-

ra que sean éstas, incluidas las de carácter migratorio
30

.

3. CONTROL DE LEGALIDAD EN EL SISTEMA INTERAMERICANO DE PRO-

TECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS

Conviene distinguir dos círculos concéntricos en la organización hemis-

férica: el Sistema Interamericano, genéricamente, en primer lugar, que

25

 Cfr. id., párr. 118.

26

 Cfr. id., párr. 119.

27

 Cfr. id., párr. 134.

28

 Cfr. id. párr. 148.

29

 Cfr. id., párr. 160.

30

 Cfr. id., párr. 172.
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reúne a los Estados del Continente y las islas del Caribe y cuyo ins-

trumento constitutivo es la Carta de la OEA, de 1948
31

; y el Sistema In-

teramericano de Protección de los Derechos Humanos, específicamente,

orientado a la tutela de estos derechos a través de ciertas «convicciones

compartidas», un corpus juris especializado y la actividad de diversos

«agentes o protagonistas»
32

.

La más reciente opinión consultiva emitida por la Corte Interamericana

se relaciona con el control de legalidad en el propio Sistema Interamerica-

no de Protección de Derechos Humanos. Se consultó acerca de dicho con-

trol con respecto a las actuaciones realizadas por la Comisión Interameri-

cana. Sobre este punto, la Corte hizo notar que la Comisión es órgano del

Sistema, en los términos y para los efectos de la Carta de la Organización

de los Estados Americanos y la Declaración Americana sobre Derechos Hu-

manos, y órgano de la Convención Americana, bajo las disposiciones de

ésta. En consecuencia, conforme al primer concepto extiende su función

promotora y defensora a los países que forman parte de la OEA, y opera,

conforme al segundo concepto, en relación con los Estados partes en la

CADH que han reconocido la competencia contenciosa de la Corte
33

.

La Corte ejerce el control de legalidad sobre las actuaciones de la

Comisión Interamericana relacionadas con los casos de los que aquélla

conoce, según sus facultades jurisdiccionales, tramitados conforme al pro-

cedimiento previsto para ese efecto en la Convención Americana. En tal

sentido, tiene atribuciones para verificar la observancia de las normas por

parte de quienes intervienen en el procedimiento. Quedan a salvo las atri-

buciones de otras instancias de la Organización de los Estados America-

nos, que se ejercen con autonomía, conforme a las facultades que les han

sido conferidas por los instrumentos que las instituyen y gobiernan, cen-

tralmente la Carta de la OEA
34

.

4. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR ACTOS DE TERCEROS

Como es natural, el Tribunal ha examinado en diversas ocasiones la

imputación al Estado, para establecer la responsabilidad internacional de

31

 Reformada por sucesivos Protocolos: de Buenos Aires, en 1967; Cartagena de Indias,

en 1985; Washington, en 1992, y Managua, en 1993.

32

 Cfr. la caracterización que propongo a este respecto, en mi libro La jurisdicción

interamericana..., cit., esp. pp. 77 y ss. y 293 y ss.

33

 Esto último, en lo que respecta a los procedimientos derivados de denuncias en casos

individuales, que culminan ante la Corte Interamericana.

34

 Así, p. ej, Asamblea General, Consejo Permanente y otras instancias de la Organiza-

ción. Cfr. Control de Legalidad en el Ejercicio de las Atribuciones de la Comisión Interame-

ricana de Derechos Humanos (Arts. 41 y 44 a 51 de la Convención Americana de Derechos

Humanos).Opinión Consultiva OC-19/05, de 28 de noviembre de 2005.
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éste en los términos que resultan de la Convención —como lex specialis

en esta materia
35

—, de hechos realizados tanto por agentes formales del

poder público como por terceros que no poseen, oficialmente, esa condi-

ción. Evidentemente, es atribuible al Estado —a título de acción, cuando

hay participación directa o indirecta de agentes públicos, como de omi-

sión, cuando existe negligencia, indiferencia o alejamiento por parte del

aquél— de hechos realizados por terceros que actúan con la aprobación,

delegación o tolerancia del poder público.

La Corte se ha referido, específicamente, a la responsabilidad interna-

cional del Estado por las violaciones cometidas por terceros, habida cuen-

ta de la omisión en adoptar medidas necesarias para prohibir, prevenir y

castigar adecuadamente actividades delictivas, como de la vinculación y

apoyo a aquéllos por parte de integrantes de la Fuerza Pública
36

. Omisio-

nes de este carácter, además de los casos de probada concurrencia de

agentes del Estado con infractores particulares, se han planteado con mo-

tivo de las actividades de fuerzas irregulares o paramilitares, reiteradamen-

te reprobadas por la Corte
37

. Esta ha caracterizado también la responsabi-

lidad estatal que resulta de una «situación de riesgo» creada desde el

Estado mismo o no desarticulada oportunamente por éste
38

.

El análisis de esta materia conduce a ocuparse de la protección de los

derechos humanos en el ámbito de las relaciones entre individuos, tema

sugerente que tendrá mayor desarrollo en el futuro. En la consideración

de un caso contencioso, la Corte Interamericana subrayó que los Estados

Partes en la Convención están obligados, erga omnes, a respetar y hacer

respetar las normas de protección de los derechos humanos y asegurar, en

toda circunstancia y con respecto a todas las personas, la efectividad de

los derechos previstos en aquélla. Así, las obligaciones del Estado no se

contraen a la relación entre sus agentes y las personas sometidas a su ju-

risdicción; también se manifiestan en el deber, a cargo de aquél, de adop-

tar las medidas necesarias para asegurar la efectiva protección de los de-

rechos humanos en las relaciones entre los individuos
39

.

35

 Tómese en cuenta, al amparo de los «Artículos sobre Responsabilidad del Estado por

Hechos Internacionalmente Ilícitos», de Naciones Unidas, la prevalencia de las normas es-

peciales —como son las contenidas en la CADH— sobre las generales establecidas en esos

Artículos, elaborados por la Comisión de Derecho Internacional y acogidos por la Asam-

blea General en Resolución 56/83, del 12 de diciembre de 2001.

36

 Cfr. Caso 19 Comerciantes. Sentencia de 5 de julio de 2004, párrs. 173 y 183; Caso

Myrna Mack Chang. Sentencia de 25 de noviembre de 2003, párr. 153; y Caso Bulacio.

Sentencia de 18 de septiembre de 2003, párr. 111.

37

 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello. Sentencia de 31 de enero de 2006,

párrs. 111-118 y 123.

38

 Cfr. id., párrs. 119-153.

39

 Cfr. Caso de la «Masacre de Mapiripán». Sentencia de 15 de septiembre de 2005,

párrs. 61 a 69 y 101 a 138. Como antes se dijo, esta tesis fue sustentada asimismo, en otro
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Es relevante y novedoso en la jurisprudencia interamericana el pro-

nunciamiento de la Corte sobre la responsabilidad del Estado a propósito

de la regulación y fiscalización de instituciones de salud que actúan por

subrogación de aquél, cuya responsabilidad internacional aparece cuando

las condiciones de prestación del servicio vulneran la vida o la integridad

de los pacientes. Esto se ha examinado en lo que respecta a los derechos

a la vida y la integridad en el caso de un paciente psiquiátrico interno en

un centro de tratamiento privado
40

. Interesa mencionar, en torno a este

mismo caso, que la Corte analizó la vigencia del principio de autonomía

en la hipótesis del tratamiento de un enfermo mental; conforme a las ca-

racterísticas del caso, existen restricciones —pero no necesariamente su-

presión— de la autonomía del paciente, y desde luego las hay en lo que

respecta a los procedimientos para la contención o sujeción de los pa-

cientes
41

.

5. VIDA (ARTÍCULO 4)

Como ocurre en otros ordenamientos internacionales, el artículo 4 de

la CADH, bajo el epígrafe «Derecho a la vida», contiene un párrafo intro-

ductorio general a propósito de la protección a este bien supremo; los

restantes párrafos se refieren, con orientación abolicionista, a la pena de

muerte: establecen condiciones, restricciones y prohibiciones para la apli-

cación de la pena capital. El abolicionismo, planteado desde la Conferen-

cia de 1969 que aprobó la CADH, se concreta directamente en el Proto-

colo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la

Abolición de la Pena de Muerte, de 1990.

En lo que respecta al derecho a la vida, consagrado en el artículo 4

de la Convención Americana, la Corte señaló que la existencia de un pa-

trón de ejecuciones extrajudiciales toleradas o impulsadas por el Estado

genera «un clima incompatible con una efectiva protección» de ese dere-

cho. Este cumple una función esencial en el conjunto de la Convención

Americana, en cuanto permite la vigencia de los demás derechos. No sólo

supone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obli-

gación negativa), sino entraña igualmente el deber del Estado de adoptar

todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida

(obligación positiva). La creación de condiciones favorables al desarrollo

de la existencia —tanto en el supuesto de adultos como, sobre todo, de

ámbito de aplicación, en la referida OC-18/03, cfr. supra, 2. F. Asimismo, cfr. Caso de la

Masacre de Pueblo Bello, cit., párrs. 111-118 y 123.

40

 Cfr. Caso Ximenes Lopes. Sentencia de 4 de julio de 2006, párrs. 86, 89 y 99.

41

 Cfr. id., párrs. 129-135.
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niños y adolescentes— constituye un tema relevante en la jurisprudencia

interamericana.

La obligación de proveer medidas que aseguren la protección de la

vida vincula a cualesquiera instituciones o agentes estatales, y sobre todo,

en su propio espacio de competencia, «a quienes deben resguardar la se-

guridad, sean éstas (las) fuerzas de policía (o las) fuerzas armadas». En

fin, el Estado es responsable de la observancia del derecho a la vida de

todas las personas que se hallan bajo su custodia, tomando en cuenta que

tiene la calidad de garante de los derechos consagrados en la Convención
42

.

Esta condición de garante se proyecta en diversas direcciones —con espe-

cial intensidad cuando se trata de personas sujetas al más amplio control

del Estado, como sucede en las hipótesis de enfermos mentales internos o

reclusos— y deriva de las obligaciones de (reconocimiento), respeto y

garantía de los derechos y las libertades, establecida en el artículo 1.2 de

la CADH.

Se ha mantenido la jurisprudencia sobre el deber del Estado en lo que

respecta al acceso de los particulares a condiciones de vida digna, lo cual

implica la adopción de medidas positivas para prevenir violaciones, en la

inteligencia de que esto no entraña cargas imposibles o desproporcionadas

para el Estado
43

, y de que es preciso que éste conociera o debiera conocer

la existencia concreta de una situación de riesgo que desembocó en la

afectación de derechos
44

.

A propósito de la creación o provisión de condiciones que permitan

el desarrollo de la vida en condiciones adecuadas, se ha subrayado que

las violaciones del derecho a la salud y las afectaciones del derecho a la

alimentación y al acceso al agua potable, que se hallan íntimamente vin-

culadas con aquéllas, afectan severamente el derecho a una existencia dig-

na y menoscaban las condiciones básicas para el ejercicio de otros dere-

chos fundamentales, como los relativos a la educación y a la identidad

cultural
45

.

La ejecución extrajudicial, ilegal, arbitraria o sumaria debe ser inves-

tigada por el Estado de manera seria, imparcial y efectiva, ex officio y

sin dilación, en cuanto se tiene conocimiento de los hechos
46

. El patrón

de violaciones a los derechos humanos en el que figuran ejecuciones ex-

tra-judiciales impulsadas o toleradas por el Estado genera una situación

incompatible con la efectiva protección del derecho a la vida recogido en

42

 Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez. Sentencia de 7 de junio de 2003, párr. 110

43

 Cfr. Caso de la Comunidad Indígena Sawhoyamaxa. Sentencia de 29 de marzo de

2006, párr.153.

44

 Cfr. Caso de la Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, cit., párr. 155.

45

 Cfr. Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa. Sentencia de 17 de junio de 2005,

párr. 167 y 172.

46

 Cfr. Caso Baldeón García. Sentencia de 6 de abril de 2006, párr. 92.
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el artículo 4 de la Convención Americana
47

. En lo que respecta a la in-

vestigación de los hechos que afecten el derecho a la vida, como ocurre

en la mencionada hipótesis de ejecución extrajudicial, el Tribunal mani-

festó que es fundamental que «las autoridades competentes (...) reali(cen)

una exhaustiva investigación de la escena, examin(en) el cuerpo de la víc-

tima y llev(en) a cabo, por expertos profesionales, una autopsia para de-

terminar las causas del deceso cuando esto sea posible o (desahoguen) una

prueba igualmente rigurosa, dentro de las circunstancias del caso».

Una investigación practicada con seriedad debe procurar la identifica-

ción de la víctima; la recolección y preservación de pruebas relacionadas

con la muerte, a fin de sustentar el procesamiento de los responsables; la

identificación de posibles testigos y la obtención de sus declaraciones en

relación con la muerte; la determinación de la causa, manera, lugar y

tiempo del fallecimiento, así como cualquier patrón o práctica que pueda

haber concurrido en ésta; la distinción entre muerte natural, suicidio y

homicidio; la identificación y aprehensión de las personas involucradas en

los hechos y la presentación de los presuntos perpetradores ante un tribu-

nal competente establecido por ley
48

.

Cuando ha existido un patrón de violaciones al derecho a la vida, el

Estado debe hacer cesar las condiciones que propiciaron esa situación; los

hechos revisten especial gravedad —señaló el Tribunal— si se producen

en un contexto de violencia en agravio de niños y jóvenes
49

.

La Corte ha analizado, en la decisión de algún caso contencioso, el

vínculo que manifiestamente existe entre el derecho a la vida y el ejerci-

cio de otros derechos o libertades; en la especie, la libertad de asociación

sindical. Como resulta evidente, sólo es posible ejercer ésta cuando se

respetan y garantizan plenamente los derechos fundamentales de la perso-

na, especialmente los concernientes a la vida y la seguridad. El asesinato

de un líder sindical por agentes estatales, conducta que viola el derecho a

la vida —este fue el hecho considerado en el proceso—, quebranta al

mismo tiempo el derecho de libre asociación en la vertiente sindical
50

, en

cuanto implica una conducta atribuible al Estado que intimida a los tra-

bajadores y en tal virtud afecta su libertad de asociarse libremente
51

.

Como se dijo, el artículo 4 CADH no prohíbe directa e inmediata-

mente la pena de muerte, pero asume claramente la orientación abolicio-

47

 Cfr. Caso Huilca Tecse. Sentencia de 3 de marzo de 2005, párr. 65.

48

 Cfr. Caso Myrna Mack Chang, cit., párrs. 156-157; y Caso Juan Humberto Sán-

chez, cit., párr. 127. Igualmente, cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello, cit., párrs. 120

y 142-153.

49

 Cfr. Caso Servellón García y otros. Sentencia de 21 de septiembre de 2006, párrs.

108-109.

50

 Cfr. Caso Huilca Tecse, cit. párrs. 67-68.

51

 Cfr. id., párr. 78.



528

JURISDICCIÓN INTERAMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS SERGIO GARCÍA RAMÍREZ

Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional
ISSN 1138-4824, núm. 11, Madrid (2007), págs. 515-554

nista y establece con rigor los supuestos en que es posible aplicar o eje-

cutar la pena de muerte. Esta cuestión se halla presente en opiniones con-

sultivas y sentencias sobre casos contenciosos. Al respecto, la Corte ha

destacado —además de los pronunciamientos emitidos en años anteriores—

que se viola el artículo 4.2 de la Convención Americana, por extensión

indebida de la pena de muerte, cuando se modifican los supuestos de he-

cho para la aplicación de ésta y con ello se permite imponerla por accio-

nes diversas de las que se hallaban sancionadas en esta forma antes de que

el Estado ratificase la Convención Americana
52

.

En fecha relativamente reciente —20 de abril de 2004—, la Comisión

Interamericana de Derechos Humanos consultó a la Corte, de nueva cuen-

ta, acerca de ciertos extremos de la pena de muerte. El Tribunal se abs-

tuvo de emitir formalmente la opinión que se le requería. El 24 de junio

de 2005 señaló que sus criterios sobre estas cuestiones constaban clara-

mente en opiniones y sentencias anteriores, por lo que no parecía perti-

nente reiterarlos en una opinión consultiva separada
53

.

6. INTEGRIDAD (ARTÍCULO 5)

El derecho a la integridad personal se ha examinado, a menudo, a

través de casos en que se presentan hechos de tortura. La materia se ha-

lla regida tanto por la Convención Americana sobre Derechos Humanos,

como por la específica para prevenir y sancionar la tortura. Esta comple-

menta a aquélla con la caracterización de la tortura, el deber a cargo del

Estado —reconocido, implícitamente, por el Pacto de San José, al ampa-

ro del artículo 2— de tipificar los hechos constitutivos de tales apremios

y la necesidad de adoptar medidas de información y preparación de fun-

cionarios públicos para evitar hechos de tortura.

Al analizar el artículo 5 de la Convención Americana, la Corte reiteró

la prohibición absoluta e inderogable de todas las formas de tortura, tanto

física como psicológica, incluso en las circunstancias más difíciles, tales

como situación de guerra y lucha contra el terrorismo y otros delitos.

Estableció que la prohibición absoluta de la tortura, en todas sus formas,

52

 Cfr. Caso Raxcacó Reyes. Sentencia de 15 de septiembre de 2005, párr. 66.

53

 Sin embargo, en la respuesta a la consulta volvió a mencionar con detalle esos cri-

terios. Las preguntas versaban, en síntesis, sobre la pertinencia de «que los Estados adopten

medidas legislativas o de otra índole que nieguen a los condenados a muerte el acceso a

recursos judiciales o a otros recursos efectivos para impugnar la sanción impuesta en base

a fundamentos tales como la demora o las condiciones en que la persona ha (estado) dete-

nida, (o el carácter obligatorio de la pena de muerte,) o el hecho de que la persona tenga

pendiente una denuncia ante el sistema interamericano de derechos humanos». Al respecto,

el parecer de la Corte se ha expresado, naturalmente, en sentido negativo.
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«pertenece hoy día al dominio de jus cogens internacional». Asimismo,

consideró que las amenazas y el peligro real de someter a una persona a

lesiones físicas constituye, en determinadas circunstancias, «tortura psico-

lógica»
54

.

Cuando se denuncian actos de tortura el Estado tiene el deber de ini-

ciar inmediatamente, de oficio, una investigación efectiva que permita

identificar, juzgar y sancionar a los responsables de tales actos
55

, disposi-

ción que el Tribunal ha destacado antes de ahora. En el mismo sentido se

han producido otras resoluciones de la Corte: el Estado tiene el deber de

emprender de oficio, en forma inmediata, la investigación efectiva de

hechos de tortura cometidos en violación del artículo 5 de la CADH,

cuando existe denuncia o razón fundada para considerar que se ha come-

tido dicha violación, a fin de identificar, juzgar y sancionar a los respon-

sables de ésta. Ese deber, acogido en la Convención Americana, se des-

prende también de la Convención Interamericana contra la Tortura, que

obliga a los Estados Partes a adoptar medidas efectivas para prevenir y

sancionar cualesquiera actos de tortura dentro del ámbito de su jurisdic-

ción, así como a garantizar que estos hechos sean examinados imparcial-

mente
56

.

El Estado que ha contraído el compromiso internacional de sancionar

la tortura —y otras conductas ilícitas, como la desaparición forzada— debe

incorporar en su legislación los tipos penales que permitan llevar a cabo

la persecución penal correspondiente, conforme a las caracterizaciones

contenidas en los instrumentos internacionales correspondientes, sin restar

elementos o introducir limitaciones que desvirtúen la punición dispuesta

por aquéllos
57

.

La Corte ha analizado las transgresiones a derechos de mujeres, espe-

cialmente a través de agresiones que ocasionan mayor sufrimiento, temor

o humillación, violaciones y conductas de violencia sexual en general, que

pueden ser constitutivas de tortura; la vulneración adquiere particular gra-

vedad cuando se trata de mujeres encinta y se ignoran los requerimientos

característicos de los períodos prenatal y post natal
58

. Es relevante tomar

en cuenta que en un caso resuelto al final de 2006 la Corte Interamericana

54

 Cfr. Caso Tibi, cit., párr. 144; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri. Sentencia

de 8 de Julio de 2004, párrs. 76, 112 y 128; y Caso Maritza Urrutia. Sentencia de 27 de

noviembre de 2003, párr. 92.

55

 Cfr. Caso Tibi, cit., párr. 159. También, Caso de la Masacre de Pueblo Bello, cit.,

párrs. 120 y 140-153, y Caso Vargas Areco. Sentencia de 26 de septiembre de 2006,

párr. 90.

56

 Cfr. Caso Gutiérrez Soler. Sentencia de 12 de septiembre de 2005, párrs. 50 a 60.

57

 Cfr. Caso Goiburú y otros. Sentencia de 22 de septiembre de 2006, párrs. 88-93.

58

 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro. Sentencia de 25 de noviembre de 2006,

párrs. 292-293, 306-308, 310-313, 315 y 331-332.
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declaró por primera vez la existencia de infracciones al artículo 7 de la

Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la

Mujer (Convención de Belém do Pará)
59

. Esta declaración trae consigo

una proyección más amplia en el ámbito de competencia material de la

Corte; anteriormente se había aludido, por supuesto, a las violaciones a la

CADH o al Protocolo de San Salvador, así como a las convenciones en

materia de tortura y desaparición forzada, no así a infracciones directas a

la Convención de Belém do Pará
60

.

Determinadas sanciones, inadmisibles desde la perspectiva de los dere-

chos humanos, entrañan actos de tortura, o bien, tratos crueles, inhuma-

nos o degradantes. En un caso en que vino a cuentas la aplicación de la

pena de azotes, el Tribunal manifestó que existe prohibición absoluta de

ordenar la imposición de penas corporales cuya aplicación resulte viola-

toria de normas perentorias de derecho internacional por constituir tratos

de aquella naturaleza. Consecuentemente, un Estado Parte de la Conven-

ción Americana debe abstenerse de establecer e imponer esas penas
61

.

El tema del empleo de la fuerza se examina desde diversas perspecti-

vas. Una de ellas —que me permite mencionar el punto en este aparta-

do— es la relativa al derecho a la integridad; cabe el análisis, además,

desde los ángulos de la vida, la libertad, el debido proceso, la suspensión

de derechos y garantías, entre otros extremos. La Corte ha examinado este

punto en lo que respecta al control de movimientos colectivos urbanos:

enfrentamiento de muchedumbres, sea que éstas combatan a la fuerza

pública, sea que los agentes del Estado susciten, con su conducta, la reac-

ción popular; o bien, alzamientos o represiones en reclusorios.

En todo caso, el empleo de la fuerza por parte de los cuerpos de se-

guridad estatales debe ser excepcional, adecuadamente planeado y limita-

do, a título de recurso último. Rige el principio de proporcionalidad. Su-

ben de punto las restricciones y el carácter excepcional del empleo de la

fuerza cuando ésta implica mecanismos letales y armas de fuego. Es in-

dispensable que el empleo de la fuerza quede sujeto a un marco norma-

tivo claro y suficiente. Se ha de proveer adecuada capacitación a los ser-

vidores públicos que se valen de la fuerza como medio de control o

represión. Es menester la existencia de procedimientos para la verifica-

59

 Cfr. id., párrs. 337 y 378-379.

60

 Cfr. mi Voto razonado correspondiente a la sentencia del Caso Castro y Castro, en

el que examino la competencia material de la Corte en lo que atañe a diversos instrumentos

del corpus juris interamericano, considerando las diversas fórmulas empleadas en aquéllos

para aludir a las facultades de supervisión y conocimiento, en su caso, de la Comisión y de

la Corte Interamericanas. Analizo el tema, específicamente, en lo que respecta a la Conven-

ción de Belém do Pará, tomando en cuenta la novedad que aporta el pronunciamiento del

Tribunal.

61

 Cfr. Caso Caesar. Sentencia de 11 de marzo de 2005, párrs. 60-66, 70 y 100.
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ción de la legalidad en el uso de la fuerza; en este sentido, se requiere

llevar a cabo investigaciones serias, imparciales, objetivas, sin dilación y

ex officio
62

.

7. LIBERTAD (ARTÍCULO 6)

El derecho a la libertad suscita una gran variedad de cuestiones, que

también han sido examinadas por la Corte Interamericana. Entre ellas fi-

guran las concernientes a los supuestos (materiales y formales) de la de-

tención de una persona; las modalidades que puede traer consigo la de-

tención de menores de edad y, en forma muy destacada —por la gravedad

y la frecuencia de los problemas a la vista—, la situación que guardan

los detenidos: esto es, el sistema de privación de la libertad
63

, que consti-

tuye un punto crítico mencionado por la Corte Interamericana ante los

cuerpos de gobierno de la Organización de los Estados Americanos
64

. En

el presente apartado me ocuparé de estas cuestiones, en el orden en que

las he mencionado. Desde luego, algunos extremos de la libertad guardan

relación estrecha con el conjunto del enjuiciamiento. De ahí que al refe-

rirme al debido proceso —garantías judiciales, tutela judicial— aborde

también determinados extremos del derecho a la libertad.

Sobre la privación de libertad en el marco de una indagación penal,

la Corte ha expresado —reiterando y ampliando anteriores pronunciamien-

tos— que es ilegal la detención que se practica sin orden de detención

62

 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia). Sentencia de 5 de julio de

2006, párrs. 67-68, 75, 77, 79 y 83.

63

 En el año 2005 la Corte dictó medidas provisionales en los siguientes casos de

reclusorios: Penitenciarías de Mendoza (Argentina), y Niños y adolescentes privados de

libertad en el «Complexo do Tatuapé» de FEBEM (Brasil). En el 2006 dictó medidas pro-

visionales en el caso del Internado Judicial de Monagas («La Pica»), Centro Penitenciario

Región Capital Yare I y Yare II (Cárcel de Yaré) (Venezuela), y Personas Privadas de

Libertad en la Penitenciaría «Dr. Sebastião Martins Silveira» en Araraquara, São Paulo

(Brasil).

64

 En el Informe de la Corte ante la Comisión de Asuntos Políticos y Jurídicos de la

OEA, del 10 de marzo de 2006, incluí la referencia a la grave situación prevaleciente y la

necesidad de que la Organización y los Estados adopten medidas especiales para atenderla:

«El panorama general del sistema de reclusorios es desolador. En diversos casos se ha ad-

vertido que existe una verdadera crisis en el sistema de reclusorios para adultos y menores

de edad. Esta crisis se traduce en extrema violencia y genera riesgos constantemente seña-

lados. La Corte ha dictado resoluciones sobre medidas provisionales en las que se formulan

diversas observaciones a este respecto y se urge a las autoridades a revisar a fondo el sis-

tema de reclusorios. Es indispensable —enfatizó la Corte— que la Organización de los

Estados Americanos y estos mismos dediquen especial atención al examen de este problema

y provean soluciones inmediatas y progresivas, según las circunstancias».
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suscrita por juez competente ni flagrancia debidamente acreditada
65

; que

la mera información al juez de que una persona se encuentra detenida, no

satisface la garantía establecida en el artículo 7.5 de la Convención; el

detenido debe comparecer personalmente y rendir su declaración ante el

juez o autoridad competente
66

; y que deviene arbitraria la detención cuan-

do se mantiene sin que existan razones o motivos suficientes para ello,

establecidos por la autoridad judicial
67

.

La desaparición forzada de una persona —materia de varios pronun-

ciamientos, desde los primeros que emitió la jurisdicción interamericana,

y tema de una convención especial—, cuya prohibición se inscribe en el

jus cogens
68

, lesiona diversos derechos, entre ellos la libertad. Para salir

al paso de estos hechos gravísimos es necesario disponer de recursos efi-

caces: puede serlo el hábeas corpus, estatuido, precisamente, para el am-

paro de la libertad. Al respecto, la Corte sostuvo que el habeas corpus

puede ser un recurso eficaz para establecer el paradero de una persona o

esclarecer si se ha configurado una situación lesiva a la libertad personal,

a pesar de que la persona en cuyo favor se interpone ya no se encuentre

bajo la custodia del Estado, sino de un particular, independientemente del

tiempo transcurrido desde su desaparición
69

. Mientras no se localicen los

restos de una persona, los hechos se deben calificar como desaparición

forzada, no como ejecución extrajudicial
70

.

La Corte ha examinado —tanto en el ámbito consultivo como en el

contencioso— la privación de la libertad de menores de edad («niños»,

en los términos de la Convención sobre los Derechos del Niño, de Nacio-

nes Unidas) y sus condiciones de detención. En los años recientes ha

avanzado en el examen de una materia que abordó en la Opinión Consul-

tiva OC-17/02 sobre Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño,

de 27 de agosto de 2002.

Si bien el Estado tiene la misión de garantizar la seguridad y mante-

ner el orden público, el ejercicio de este poder no es ilimitado: al aplicar

una medida o sanción privativa de libertad, es preciso observar los su-

puestos expresamente previstos en la ley (aspecto material) y actuar con

estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos en aquélla

(aspecto formal)
71

. En todos los casos, como adelante señalaré, las condi-

65

 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas. Sentencia de 25 de noviembre de 2005,

párr. 108.

66

 Cfr. Caso Acosta Calderón. Sentencia de 24 de junio de 2005, párr. 78; y Caso

García Asto y Ramírez Rojas, cit., párr. 109.

67

 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas, cit., párr. 143.

68

 Cfr. Caso Goiburú y otros, cit., párrs 80-85.

69

 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Sentencia de 1 de marzo de 2005,

párrs. 79 y 86.

70

 Cfr. Caso La Cantuta. Sentencia de 29 de noviembre de 2006, párr. 114.

71

 Cfr. Caso Bulacio, cit., párr. 125.
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ciones de detención deben ser compatibles con la dignidad personal. El

Estado debe garantizar el derecho a la vida y a la integridad personal de

los detenidos. Estas garantías cobran particular importancia cuando el de-

tenido es un niño, por los cuidados que «reclama la debilidad, el desco-

nocimiento y la indefensión que presentan naturalmente, en tales circuns-

tancias, los menores de edad»
72

. Estos deben estar separados de los

adultos. Las personas encargadas de los centros de detención de los «ni-

ños infractores o procesados deben estar debidamente capacitadas para el

desempeño de su cometido»
73

.

El análisis de la relación entre el Estado y el individuo a propósito de

ciertas condiciones de sujeción, particularmente intensa y persistente, como

son las que aparecen en los reclusorios y en las instituciones de salud (in-

ternamiento), ha permitido a la Corte establecer los términos en que apa-

rece y se desenvuelve la «condición de garante» del Estado con respecto

a las personas sujetas a su jurisdicción. En este orden de cosas —y sin

perjuicio del amplio alcance de la garantía que el Estado debe proveer a

cuantos habitan en el territorio bajo su jurisdicicón—, se entiende que

aquél ocupa una posición especial de garante frente a las personas priva-

das de libertad, considerando que las autoridades encargadas de la custo-

dia ejercen un fuerte control o dominio sobre aquéllas
74

.

De este modo, se produce una relación e interacción especial de suje-

ción entre la persona privada de libertad y el Estado, caracterizada por la

particular intensidad con que el Estado puede regular y afectar los dere-

chos y las obligaciones del detenido, y por las circunstancias propias de

la detención, que privan al recluso de la posibilidad de atender por cuen-

ta propia diversas necesidades cuya satisfacción es esencial para el desa-

rrollo de una vida digna. Como administrador de los establecimientos de

detención, el Estado debe asumir diversas responsabilidades específicas y

tomar ciertas iniciativas especiales para garantizar a los reclusos las con-

diciones que les permitan desarrollar una vida digna y contribuir al goce

efectivo de los derechos que no deben ser restringidos en ningún caso o

cuya restricción no deriva necesariamente de la privación de libertad. Toda

persona privada de libertad tiene derecho a vivir en una situación compa-

tible con su dignidad personal
75

.

La Corte ha insistido en que las personas privadas de libertad tienen

derecho a vivir en condiciones compatibles con su dignidad personal, al

amparo del artículo 5 de la Convención. La detención en hacinamiento,

72

 Cfr. id., párr. 126.

73

 Cfr. id. párr. 136.

74

 Cfr. Caso «Instituto de Reeducación del Menor». Sentencia de 2 de septiembre de

2004, párr. 152; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, cit, párr. 98; y Caso Juan

Humberto Sánchez cit., párr. 111.

75

 Cfr. Caso «Instituto de Reeducación del Menor», cit., párrs. 152 y 153.
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el aislamiento en celda reducida, con falta de ventilación y luz natural,

sin cama para el reposo ni condiciones adecuadas de higiene, y las res-

tricciones indebidas al régimen de visitas constituyen violación de la inte-

gridad personal
76

. El Estado tiene el deber de proporcionar a los deteni-

dos revisión médica regular y atención y tratamiento adecuados cuando

así se requiera
77

. Quedan proscritos los castigos crueles y otros que causan

graves sufrimientos y lesiones a la salud de los internos
78

. La incomunica-

ción constituye una medida extrema, de empleo excepcional
79

.

Un tema que reviste especial importancia en este ámbito es la prisión

preventiva, que debe ser entendida —en la suma de sus aplicaciones y

consecuencias— como una medida cautelar, no punitiva. Del artículo 8.2

de la Convención deriva la obligación estatal de no restringir la libertad

del detenido fuera de los límites estrictamente necesarios para asegurar

que éste no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones ni elu-

dirá la acción de la justicia
80

. Se vulnera el derecho a la presunción de

inocencia cuando se dispone la prisión preventiva sin tener en cuenta los

elementos legales y convencionales que sustentan su procedencia, en cuan-

to no se ha desvirtuado dicha presunción a través de una prueba suficien-

te sobre la existencia de las condiciones que permiten la restricción de la

libertad
81

. La presunción de que una persona tratará de eludir la acción

de la justicia, fundada en «la gravedad del hecho imputado y las conse-

cuencias jurídicas que acarrearía la probanza de los mismos», no basta

para justificar la detención
82

.

La privación cautelar o penal de la libertad, que se legitima al ampa-

ro de condiciones precisas y rigurosas establecidas por la ley, entraña

determinadas restricciones, pero no justifica privación de otros derechos o

maltrato adicional al que es inherente —en el sentido de consustancial,

inevitable— a la mera privación de libertad. Tampoco despoja del dere-

cho a recibir el trato que demanda la dignidad humana y los medios in-

dispensables para la subsistencia del interesado.

En concepto de la Corte, que recoge extendidas corrientes de opinión,

la prisión preventiva ha de tener carácter excepcional y no debe prolon-

garse más allá de un plazo razonable. Está limitada por los principios de

76

 Cfr. Caso Caesar, párrs. 98 a 100; Caso Raxcacó Reyes, párr. 95; y Caso García

Asto y Ramírez Rojas, cit., párrs. 221 y 233; Caso del Penal Miguel Castro Castro, cit.,

párrs. 90, 91, 97 y 103.

77

 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas, cit., párr. 227; Caso del Penal Miguel Castro

Castro, cit., párrs. 301-302.

78

 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro, cit., párrs. 320-321.

79

 Cfr. id., párrs. 324 y 341.

80

 Cfr. Caso Acosta Calderón, cit., párr. 111.

81

 Cfr. Caso Palamara Iribarne. Sentencia de 22 de noviembre de 2005, párr. 213.

82

 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas, cit., párr. 128.
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legalidad, presunción de inocencia, necesidad y proporcionalidad, indis-

pensables en una sociedad democrática
83

. Cuando se trate de niños (meno-

res de edad) a quienes se atribuye haber infringido la ley penal, se debe

aplicar con mayor cautela, restrictivamente. En esta hipótesis, debe optarse

por medidas sustitutivas de la prisión
84

.

En diversas ocasiones se observó una alteracion sustancial en la salud

e integridad de quienes quedaron detenidos, e incluso se han presentado

casos de fallecimiento en personas que no mostraban graves dolencias

cuando ingresaron al establecimiento de detención. Ante tales circunstan-

cias, la Corte ha establecido que el Estado debe proveer una explicación

satisfactoria sobre lo que ocurra a un detenido que presenta cambios des-

favorables en su condición física durante el periodo de custodia. El dete-

nido debe contar con revisión y atención médicas, preferentemente a car-

go de un facultativo elegido por él o por quienes ejercen su representación

o custodia. La detención ha de estar sujeta a control judicial y los esta-

blecimientos de detención policial deben contar con un registro de deteni-

dos que permita controlar la legalidad de las detenciones. Cuando se trata

de niños detenidos, la autoridad debe informar de inmediato el motivo de

la detención a quien ejerza la representación o custodia del sujeto
85

.

8. GARANTÍAS JUDICIALES (ARTÍCULO 8)

No intentaré aquí el deslinde entre conceptos que apuntan a un mismo

objetivo: el más amplio acceso de la persona a la justicia pública —acce-

so a la justicia que constituye, se ha dicho, «el más fundamental de todos

los derechos»
86

, llave de acceso a la tutela de todos los restantes
87

— para

sostener con eficacia sus intereses legítimos a través del ejercicio de dere-

chos y el recurso a garantías, en forma suficiente y oportuna. Esto, que

pudiera calificarse como tutela judicial —o, más ampliamente, jurisdic-

83

 Cfr. Caso Tibi, cit., párr. 180; y Caso «Instituto de Reeducación del Menor», cit.,

párr. 228.

84

 Cfr. Caso «Instituto de Reeducación del Menor», cit., párr 230.

85

 Cfr. Caso Bulacio, cit., párr. 138 y Caso Juan Humberto Sánchez, cit., párr. 111.

86

 MAURO CAPPELLETTI y BRYANTH GARTH, El acceso a la justicia. La tendencia en el

movimiento mundial para hacer efectivos los derechos, trad. Mónica Miranda, Fondo de

Cultura Económica, México, 1996, p. 13.

87

 En otras palabras —de CECILIA MEDINA QUIROGA, integrante de la Corte Interame-

ricana—, «el debido proceso es una piedra angular del sistema de protección de los dere-

chos humanos; es, por excelencia, la garantía de todos los derechos humanos y un requisito

sine qua non para la existencia de un Estado de derecho». La Convención Americana: teo-

ría y jurisprudencia. Vida, integridad personal, libertad personal, debido proceso y recur-

so judicial, Universidad de Chile, Facultad de Derecho, Centro de Derechos Humanos, San

José, Costa Rica, 2003, p. 267.
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cional—, defensa, garantía judicial, debido proceso, etcétera, y que cons-

tituye un tema muy frecuentemente abordado por la Corte Interameri-

cana
88

 —situación que también se presenta en la experiencia europea
89

—,

se halla bajo el amparo de diversos preceptos de la Convención America-

na, reiteradamente examinados en los pronunciamientos de la Corte. En-

tre aquéllos destacan —pero no son las únicas normas invocables— los

artículos 8 («Garantías judiciales»), con correspondencia en los artícu-

los 6 del Convenio Europeo de 1950 y 14 del Pacto Internacional de De-

rechos Civiles y Políticos, y el artículo 25 («Protección judicial» de los

derechos fundamentales).

La Corte ha insistido en que la falta de pleno respeto a las garantías

del debido proceso y la protección judicial constituye una actuación arbi-

traria en perjuicio de particulares
90

; también vulnera el acceso a la justi-

cia la incertidumbre sobre la vía para impugnar la violación a garantías y

protección judiciales
91

. También ha afirmado el Tribunal que es deber de

los jueces internos ejercer un «control de convencionalidad», vigilando la

intangibilidad del efecto útil de la Convención Americana; para ello, los

jugadores internos deben tomar en cuenta tanto el tratado mismo como la

interpretación de éste por la Corte Interamericana
92

.

La tutela que esas disposiciones suministran al individuo abarca muy

diversos actos, momentos y expresiones de la actividad persecutoria del

Estado; de ahí la heterogeneidad de los asuntos examinados, que se verá

en las siguientes líneas. En este campo se aprecia, evidentemente, la opo-

sición entre dos requerimientos que entran en tensión: debido proceso y

seguridad pública, extremos de un falso dilema que debiera resolverse en

88

 En rigor, el más frecuentemente abordado (violaciones a los artículos 8 y 25), tras la

cifra de transgresiones al artículo 1.1 (obligación general de respetar y garantizar derechos

y libertades, que resulta vulnerado siempre que hay afectación de un derecho previsto en

la Convención). Cfr. «Artículo de la CADH y otros tratados, cuya violación fue declarada

en sentencia de la Corte», en la porción estadística de VARIOS, La Corte Interamericana...,

cit., p. 504.

89

 Oscar Schiappa-Pietra observa que el artículo 6º de la Convención Europea de Dere-

chos Humanos (CEDH) —precepto que establece las normas primordiales del debido pro-

ceso— «es el que ha merecido mayor número de casos (ante el sistema europeo de protec-

ción de los derechos humanos), en comparación con todos los demás derechos reconocidos

por la CEDH. «Notas sobre el debido proceso en el marco del sistema regional europeo

para la protección de los derechos humanos», en FABIÁN NOVAK y JULISSA MANTILLA, Las

garantías del debido proceso. Materiales de enseñanza, Pontificia Universidad Católica del

Perú, Centro de Estudios Internacionales/Embajada Real de los Países Bajos, Lima, 1996,

p. 145.

90

 Cfr. Caso de los Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros). Sen-

tencia de 24 de noviembre de 2006, ,párr.110.

91

 Cfr. id., párrs. 129-132.

92

 Cfr. Caso Almonacid Arellano y otros. Sentencia de 26 de septiembre de 2006,

párr. 124.
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beneficio, simultáneamente, de los derechos humanos y la paz social
93

. En

el orden del enjuiciamiento penal, tanto o más que en otros, se aprecia la

influencia del Derecho internacional de los derechos humanos, que ha lle-

vado a reconcebir la regulación nacional, en buena medida, a la luz de

los paradigmas que provienen de aquél
94

.

Posee la más notable relevancia el carácter expansivo, abonado por la

jurisprudencia interamericana, de las garantías del debido proceso, trasla-

dadas, en lo pertinente, hacia otros campos del procedimiento, así como el

de las acuñadas explícitamente en materia penal, que también han alcanza-

do —insisto: en lo pertinente— otros ámbitos. En este orden de cuestiones,

se ha establecido que las garantías consideradas en los párrafos 2 y 3 del

artículo 8 de la Convención Americana no se aplican solamente a las per-

sonas sometidas a un proceso judicial (artículo 8.2) o inculpadas en éste

(artículo 8.3), sino deben ser respetadas «en procedimientos o actuaciones

previas o concomitantes a los procesos judiciales que, de no someterse a

tales garantías, pueden tener un impacto desfavorable no justificado sobre

la situación jurídica de la persona de que se trata»
95

.

La estricta subordinación al Derecho —nacional e internacional— y al

control civil de los órganos del Estado encargados de la seguridad y la

investigación penal es un tema de la mayor importancia. Al respecto, la

Corte señaló que las actividades de las fuerzas militares, la policía y los

organismos de seguridad en general, especialmente aquellos que desarro-

llen funciones de inteligencia, deben sujetarse al orden constitucional

democrático, a los tratados internacionales de derechos humanos y al De-

recho internacional humanitario. En todas las ramas del poder público, di-

chas actividades han de hallarse sometidas al riguroso control de las auto-

ridades civiles
96

.

93

 El debate sobre las opciones se ha manifestado inicialmente en los Estados Unidos,

como disyuntiva entre crime control y due process. «De un lado, la eficacia del sistema

penal, concebido como sistema de control de la criminalidad (...) Por el lado opuesto, las

garantías procesales (due process) transforman el proceso penal en una carrera de obstácu-

los». La «cuestión de las opciones del proceso se refleja en Europa en la oposición entre

eficacia en la investigación de las infracciones y de sus autores, y el respeto de los derechos

fundamentales de la persona», aunque también se ha señalado que ambos extremos pueden

ser conciliados en una «bipolaridad del proceso penal». MIREILLE DELMAS-MARTY (dir.),

Procesos penales de Europa (Alemania, Inglaterra y País de Gales, Bélgica, Francia, Ita-

lia), trad. Pablo Morenilla Allard, Ed. Eijus, Zaragoza (España), 2000, pp. 40-41.

94

 Cfr., al respecto, JULIO B. MAIER, Derecho procesal penal, Ed. del Puerto, Buenos

Aires, 2ª ed., 1996, t. I, pp. 183 y 187; y MARTÍN ABREGÚ, «Prólogo» a JOSÉ I. CAFFERATA

NORES, Proceso penal y derechos humanos. La influencia de la normativa supranacional

sobre derechos humanos de nivel constitucional en el proceso penal argentino, Centro de

Estudios Legales y Sociales, Ed. del Puerto, Buenos Aires, 2000, pp. IV y VIII..

95

 Cfr. Caso Maritza Urrutia, cit., párr. 120; Caso Claude Reyes y otros. Sentencia de

19 de septiembre de 2006, párrs. 118-19.

96

 Cfr. Caso Myrna Mack Chang, cit., párr. 284.
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Sigue presente la pertinencia y el ámbito de la jurisdicción militar, en

el marco de la garantía de acceso al juez natural: independiente, compe-

tente e imparcial, que destaca el artículo 8.1 de la Convención. La Corte

estableció con claridad y suficiencia, hace tiempo, su criterio a este res-

pecto. En un Estado democrático la jurisdicción militar tiene alcance

restringido y excepcional, reiteró el Tribunal interamericano. Aquélla pro-

tege intereses jurídicos especiales, vinculados con las funciones legales

propias de las fuerzas militares
97

. Debe limitarse al conocimiento de deli-

tos de función cometidos por militares en servicio activo. Para ello el

Estado debe establecer los correspondientes límites legales a la competen-

cia material y personal de los tribunales militares
98

. Estos no deben cono-

cer de graves violaciones a los derechos humanos; su injerencia fuera del

marco propio de la justicia militar vulnera el acceso al juez natural
99

.

Como se ha dicho, el Estado tiene el deber de investigar y sancionar

con todos los medios a su alcance las violaciones a los derechos huma-

nos; entre ellas, los crímenes de lesa humanidad, cuya proscripción perte-

nece al jus cogens
100

. Los Estados deben juzgar a los responsables de las

violaciones cometidas y prestarse el auxilio que esta persecución requiera,

inclusive a través de la extradición
101

.

Si bien la investigación, el enjuiciamiento y la sanción de los respon-

sables de violaciones a los derechos humanos materializa el deber estatal

de garantizar la observancia de aquéllos, el conocimiento de tales ilícitos

no se contrae exclusivamente al ámbito penal, aunque sea en este campo

donde se manifiesta con especial intensidad. He sostenido que existe un

deber de justicia, no sólo de justicia penal, que abarca diversas expresio-

nes del poder decisorio del Estado. Ahora bien, la obligación estatal de

garantía no se ve plenamente satisfecha cuando el juzgamiento del respon-

sable sólo corresponde a los órganos disciplinarios o administrativos, que

pueden abarcar un sector de la responsabilidad y resolver sobre determi-

nadas consecuencias jurídicas de la conducta ilícita.

Esta cuestión, que forma parte de las preocupaciones centrales y cons-

tantes de la jurisprudencia interamericana sobre reparaciones, ha llevado a

la Corte a apreciar los procedimientos disciplinarios y el proceso admi-

nistrativo desencadenados porla violación de derechos, pero también ha

determinado que el Tribunal reclame invariablemente la intervención de

los órganos penales para satisfacer una exigencia reparadora que halla su

manifestación más intensa y completa en el ámbito penal
102

.

97

 Cfr. Caso de la «Masacre de Mapiripán», cit., párrs. 124 y 195-241.

98

 Cfr. Caso Palamara Iribarne, cit., párrs. 256 y 257.

99

 Cfr. Caso Almonacid Arellano y otros, cit., párr. 131; Caso La Cantuta, cit.,

párrs. 135-145.

100

 Caso del Penal Miguel Castro Castro, cit., párr. 404.

101

 Caso Goiburú y otros, cit., párrs. 123-132; Caso La Cantuta, cit., , párrs. 158-160.

102

 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello , cit., párrs. 194-204.



539

SERGIO GARCÍA RAMÍREZ JURISDICCIÓN INTERAMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS

Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional
ISSN 1138-4824, núm. 11, Madrid (2007), págs. 515-554

El principio, regla o presunción —habida cuenta del debate que existe

a propósito de su caracterización— de inocencia, que en definitiva se tra-

duce en una formulación y aplicación garantista del orden penal, figura

con frecuencia en las resoluciones de la Corte, a menudo en relación con

las medidas cautelares que restringen la libertad personal, tema destacado,

por sí mismo, en las consideraciones de la jurisdicción interamericana. Así

ha ocurrido, por supuesto, en la jurisprudencia de los años recientes. So-

bre este punto, el Tribunal ha sostenido que el principio de presunción de

inocencia constituye un fundamento de las garantías judiciales y deriva en

la obligación estatal de no restringir la libertad del detenido más allá de

los límites estrictamente necesarios para asegurar que no impedirá el de-

sarrollo eficiente de las investigaciones ni eludirá la acción de la jus-

ticia
103

.

En el panorama de los hechos violatorios de derechos humanos, y con-

secuentemente en la atención de los tribunales nacionales e internaciona-

les que conocen de aquéllos, figura destacadamente el fenómeno de la

detención vinculada a la investigación o el enjuiciamiento, o bien, a la

ejecución de una sentencia. En este plano hay que considerar, como lo ha

hecho la jurisprudencia interamericana, tanto la legitimidad —y, desde

luego, legalidad— de la detención, en sí misma, que se relaciona con te-

mas descollantes en el ámbito de las restricciones de los derechos —así,

pertinencia, necesidad, proporcionalidad—, como las condiciones en las

que se desarrolla la privación de libertad, cualquiera que sea su duración:

detención, prisión preventiva, ejecución de condena.

En diversas oportunidades ha afirmado la Corte el deber estatal de

notificar al inculpado detenido —independientemente de la calificación

que se haga sobre la situación jurídica de aquél: indiciado, inculpado,

arrestado, «sospechoso», sindicado, etcétera— que tiene el derecho de es-

tablecer contacto con otra u otras personas, por ejemplo, un familiar, un

abogado o un funcionario consular, según corresponda, para informar a

éstos de que se halla bajo custodia del Estado. Esta información sobre un

derecho debe proveerse al inculpado cuando se le priva de libertad, y en

todo caso antes de que rinda su primera declaración ante la autoridad
104

.

Esta cuestión, central para el sistema de defensa adecuada y eficaz,

enlaza con el criterio de la Corte acerca del derecho a información sobre

asistencia consular, establecido en la Opinión Consultiva OC-16 (El dere-

cho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las

garantías del debido proceso legal), en relación con ese mismo derecho

estatuido en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. El rei-

terado criterio de aquel Tribunal sostiene, como se manifestó en el párra-

103

 Cfr. Caso Tibi, cit., párr. 180.

104

 Cfr. id., párr. 112.
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fo anterior, que el extranjero debe ser notificado, al momento en que se

le priva de libertad y antes de que rinda su primera declaración ante la

autoridad, sobre el derecho que tiene a establecer contacto con un funcio-

nario consular para informarle acerca de su situación. El derecho indivi-

dual de solicitar asistencia consular al país de la propia nacionalidad debe

ser reconocido y considerado en el marco de las garantías mínimas; así se

brinda a los extranjeros la oportunidad de preparar adecuadamente su de-

fensa y contar con un juicio justo. La inobservancia de esta exigencia

afecta el derecho a la defensa, que figura entre las garantías del debido

proceso legal
105

.

También ha insistido la Corte, con fundamento en la CADH, sobre el

derecho del detenido a conocer la imputación que se le hace y a contar, a

título de garantía en cuanto a la materia y a la oportunidad, con el con-

trol judicial de la detención, que acredite la legitimidad de ésta. Semejan-

te derecho asiste a la persona en lo que toca al enjuiciamiento mismo,

que debe enfrentar con pleno conocimiento de los cargos que se le hacen,

materia del proceso y, en su hora, de la sentencia, y por lo tanto tema de

la defensa.

En torno a estas cuestiones, la Corte subrayó que la detención de una

persona debe ser sometida sin demora a revisión judicial, como medio

idóneo para evitar capturas ilegales o arbitrarias
106

. Se debe notificar al

inculpado, en forma previa a la realización del proceso y antes de que

rinda su primera declaración, la acusación formulada en su contra, los

motivos o razones de ésta y los delitos o faltas por los cuales se le atri-

buye responsabilidad. De no ser así, se conculca el derecho del inculpado

a preparar su defensa
107

. En un caso posterior, el Tribunal recordó nueva-

mente que el artículo 8.2.b de la Convención Americana ordena a las

autoridades judiciales competentes notificar al inculpado la acusación que

se le hace, las razones de ésta y los delitos o faltas por los que se preten-

de atribuirle responsabilidad. Para que este derecho opere en plenitud y

satisfaga sus fines, es necesario que la notificación se haga antes de que

el inculpado rinda su primera declaración. Si no se observa esta garantía,

se vulnera el derecho del inculpado a preparar debidamente su defensa
108

.

Para la debida defensa del inculpado es preciso que éste tenga conoci-

miento de los cargos, como se ha dicho, y acceso a las pruebas que, en

105

 Cfr. Caso Acosta Calderón, cit., párr. 125; Caso Tibi, cit., párr. 112; Caso Bulacio,

cit., párr. 130; y El Derecho a la información sobre asistencia consular en el marco de las

garantías del debido proceso legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999,

párr. 133.

106

 Cfr. Caso Tibi, cit., párr. 114; Caso López Alvarez. Sentencia de 1 de febrero de

2006, párr. 341.

107

 Cfr. Caso Tibi, cit., párr. 112; Caso López Alvarez, cit., párrs. 83-84.

108

 Cfr. Caso Acosta Calderón, cit., párr. 118.
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su momento, deberá controvertir. El juzgador que resolverá sobre la res-

ponsabilidad penal del sujeto debe contar con amplia posibilidad de reca-

bar información en poder de instancias públicas de investigación. A este

respecto, el Tribunal interamericano tuvo oportunidad de referirse a la

confidencialidad de la información y al uso del «secreto de Estado» en

los procesos. Señaló que las autoridades no pueden negarse a proporcio-

nar la información requerida por los órganos judiciales o administrativos

encargados de la investigación de violaciones de derechos humanos, adu-

ciendo para ello razones de interés público o seguridad nacional
109

.

También se ha examinado la detención de grupos de personas, como

medio para garantizar la seguridad ública. Al respecto, la Corte ha consi-

derado que las detenciones colectivas, sin individualización de imputacio-

nes ni control judicial, son incompatibles con la presunción de inocencia

y revisten carácter discriminatorio
110

. Otro tanto se puede decir de las

prácticas que estigmaticen a niñosy jóvenes pobres, sugiriendo que se ha-

llan orientados hacia la delincuencia o que están vinculados al incremento

de la inseguridad
111

.

En esta etapa llegó a la consideración del Tribunal, por primera vez,

el tema de la congruencia entre la acusación formulada en casos que ata-

ñen a la responsabilidad personal de un sujeto y la sentencia que en la

especie se dicta. Obviamente, esa relación entre cargos y decisiones pasa

por el derecho a la defensa del inculpado. Al determinar el alcance de las

garantías contenidas en el artículo 8.2 de la Convención, se consideró el

papel de la «acusación» en el debido proceso penal vis-à-vis el derecho

de defensa
112

. El llamado «principio de coherencia o de correlación entre

acusación y sentencia» implica que ésta verse únicamente sobre hechos o

circunstancias contemplados en la acusación. Este principio es un coro-

lario del derecho de defensa y constituye una garantía fundamental del

debido proceso en materia penal, que los Estados deben observar en cum-

plimiento de las obligaciones previstas en los incisos b) y c) del artícu-

lo 8.2 de la Convención Americana
113

.

En un proceso se planteó la atención y solución de los problemas que

aparecen en la conducción del proceso penal cuando el inculpado utiliza

los medios de impugnación en forma que pudiera parecer excesiva. El

derecho a la tutela judicial efectiva implica que los jueces dirijan el pro-

ceso de manera que evite dilaciones y entorpecimientos indebidos, sin

detrimento de los principios del debido proceso legal, cuando aquéllos

puedan acarrear impunidad y frustrar la debida protección judicial de los

109

 Cfr Caso Myrna Mack Chang, cit., párr. 180; Caso La Cantuta, cit., párrs. 110-112.

110

 Cfr. Caso Servellón García y otros, cit., párrs. 92-93 y 96.

111

 Cfr. id., párr. 112.

112

 Cfr. Caso Fermín Ramírez. Sentencia de 20 de junio de 2005, párrs. 65 a 80.

113

 Cfr. id., párrs. 65 a 80.
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derechos humanos. Es preciso atender la obligación estatal internacional

de prevenir acciones ilícitas, proteger los derechos fundamentales, preser-

var el interés legítimo de la víctima y reconocer el derecho de ésta y de

sus familiares a saber la verdad de los hechos, a que se identifique y se

sancione a todos los responsables y a obtener las consecuentes repara-

ciones
114

.

Evidentemente, una sentencia no basta, por sí misma, para satisfacer la

pretensión de justicia. Si el título no se traslada a la realidad, entrañará una

nueva frustración, y en definitiva, una nueva violación. Este asunto, ma-

teria de diversos comentarios y propuestas
115

, ha sido explorado por la Corte

en supuestos de muy diversa naturaleza, aunque unidos por la preocupación

de realizar la justicia que promete la sentencia: a propósito de la actividad

supervisora del cumplimiento de las resoluciones que dicta la propia Corte

Interamericana, y también, por supuesto, en torno a la eficacia de las

sentencias dictadas por los órganos de la justicia nacional, particulamente

en lo que atañe a la defensa de derechos fundamentales. Acerca de esto

último, indicó que la falta de ejecución de las sentencias emitidas por los

tribunales internos durante un largo período, viola el derecho a la protec-

ción judicial consagrado en el artículo 25 de la Convención
116

.

El régimen correspondiente a los menores de edad (niños, adolescen-

tes) que infringen la ley penal (y, en otro ámbito y bajo otra perspectiva,

el relativo a quienes requieren determinada asistencia en función de las

condiciones en que se encuentran, que debe ejercerse con estricto recono-

cimiento de derechos y garantías) ha sido tema de la Corte tanto en la

citada Opinión Consultiva OC-17/02, en la que figura el criterio de la

Corte acerca de esta cuestión y otras varias conexas con ella, como en

casos contenciosos. Desde luego, quedó explícito que revisten especial

gravedad las violaciones a los derechos humanos de los niños. La preva-

lencia del interés superior de éstos debe ser entendida como la obligación

del Estado de satisfacer todos los derechos de los menores de edad; esto

irradia efectos en la interpretación de los demás derechos consagrados en

la Convención
117

.

114

 Cfr. Caso Myrna Mack Chang, cit., párr. 207, y Caso Bulacio, cit., párr. 115.

115

 Sobre el cumplimiento de las resoluciones de la Corte Interamericana, cfr. el estudio

del Juez Manuel Ventura Robles, que figura como Voto del autor en el Caso Caesar, cit.,

bajo el rubro «La necesidad de establecer en la Organización de los Estados Americanos un

grupo de trabajo permanente dedicado a supervisar el cumplimiento, por parte de los Es-

tados Partes en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de las sentencias y

medidas provisionales que dicta la Corte Interamericana de Derechos Humanos».

116

 Cfr. Caso «Cinco Pensionistas». Sentencia de 28 de febrero de 2003, punto resolu-

tivo sexto; Caso Acevedo Jaramillo y otros. Sentencia de 7 de febrero de 2006, párrs. 219-

220, 225 y 269.

117

 Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico. Sentencia de 8 de septiembre de 2005,

párrs. 134 y 135.
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Si bien los derechos procesales y las correlativas garantías previstos

en el artículo 8 de la Convención Americana son aplicables a todas las

personas por igual, es necesario considerar que su ejercicio supone, en el

caso de los niños, la adopción de ciertas medidas específicas encaminadas

a que éstos gocen efectivamente de los mencionados derechos y garantías.

Para ello, es necesario establecer órganos jurisdiccionales especializados y

procedimientos especiales para el conocimiento de conductas penalmente

típicas atribuidas a niños
118

.

La Corte examinó, específicamente, la situación en que se hallan los

menores de edad privados de libertad. En estos casos, el Estado tiene las

obligaciones existentes con respecto a cualquier detenido, y además la

obligación adicional establecida en el artículo 19 de la Convención Ame-

ricana. Por ello debe asumir su posición especial de garante con mayor

cuidado y responsabilidad, y tomar medidas especiales orientadas por el

principio del interés superior del niño
119

.

La CADH se refiere a la celeridad o diligencia del procedimiento tan-

to a propósito de la detención de una persona, sobre la que debe pronun-

ciarse un juzgador y que de esta forma acota el tiempo de la prisión pre-

ventiva (artículo 7.5), como en torno a la duración misma del proceso: a

este último extremo, sobre todo, se aplica la noción del plazo razonable

(artículo 8.1). Los elementos a considerar para ponderar la razonabilidad

del plazo provienen de la jurisprdencia europea. LaCorte Interamericana

destaca que cuando se trata de graves violaciones a los derechos huma-

nos, el requerimiento de justicia prevalece sobrela garantía de plazo razo-

nable
120

. El transcurso de tiempo excesivo para el inicio formal del proce-

so, con quebranto de la exigencia de plazo razonable, implica transgresión

por parte del Estado al deber de investigar, enjuiciar y sancionar a los

responsables de violaciones a los derechos humanos
121

.

9. LEGALIDAD PENAL (ARTÍCULO 9)

El ámbito penal constituye, como se ha dicho, el espacio crítico de

los derechos humanos. En él quedan frente a frente, en un encuentro des-

igual, el Estado con la suma de los instrumentos de la persecución y la

punición, más el aval de la «paz y seguridad de la sociedad», y el pre-

sunto responsable —o cierto responsable— de una conducta ilícita. En

118

 Cfr. Caso «Instituto de Reeducación del Menor», cit., párr. 210.

119

 Cfr. Caso «Instituto de Reeducación del Menor», cit., párr.160; Caso de los Herma-

nos Gómez Paquiyauri, cit., párrs. 124, 163-164 y 171; y Caso Bulacio, cit., párrs. 126

y 134.

120

 Caso La Cantuta cit., párr. 149.

121

 Caso del Penal Miguel Castro Castro, cit., párrs. 386-387.
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este campo se han presentado numerosos hechos que llegaron al conoci-

miento de la Corte. En realidad, se trata de la materia sobre la que ésta

se ha pronunciado con mayor frecuencia, desde que inició el ejercicio de

su competencia contenciosa. Régimen penal sustantivo y debido proceso

penal constituyen, con mucho, las referencias más abundantes en la esta-

dística judicial.

En el pasado hubo puntuales decisiones de la Corte a propósito de la

legalidad penal, principio central en el sistema punitivo de una sociedad

democrática. En años recientes, el Tribunal consideró algunos casos en los

que se llevó adelante el examen de esta cuestión o de temas aledaños. Así,

la Corte reiteró que la elaboración de tipos penales supone la clara defi-

nición de la conducta incriminada, que fije sus elementos y permita des-

lindarla de comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables

con medidas no penales
122

.

En la misma línea de legalidad —por cuanto ésta abarca la exigencia

de lex praevia— se reflexionó acerca del principio de irretroactividad de

la ley penal desfavorable: el Estado debe abstenerse de aplicar en forma

retroactiva leyes penales que aumenten las penas, establezcan circunstan-

cias agravantes o creen figuras agravadas del delito. Bajo el mismo crite-

rio rector, ninguna persona puede ser sancionada por un hecho que no era

delictivo o no era punible o perseguible cuando fue cometido
123

. En otros

términos: la seguridad jurídica requiere que la norma punitiva exista y sea

conocida, o pueda serlo, antes de que ocurran la acción o la omisión que

la contravienen y que se pretende sancionar. La calificación de un hecho

como ilícito y la fijación de sus efectos jurídicos deben ser preexistentes

a la conducta del supuesto infractor; una conducta no reviste carácter

delictuoso antes de ser tipificada por la norma penal. De lo contrario, los

particulares no podrían orientar su comportamiento conforme a un orden

jurídico vigente y cierto, en el que se expresan el reproche social y sus

consecuencias
124

.

Ha sido relevante el examen del concepto de peligrosidad, recogido

en un ordenamiento penal como elemento para la tipificación de una con-

ducta y determinante de la sanción aplicable, que en la especie podía lle-

gar a la privación de la vida. Sobre este punto, largamente analizado por

la doctrina, la legislación y la jurisprudencia, la Corte Interamericana

entiende que la introducción en el texto penal de la peligrosidad del agen-

te como criterio para la calificación típica de los hechos y la aplicación

de ciertas sanciones es incompatible con el principio de legalidad crimi-

nal y contraviene el artículo 9 la Convención
125

. La recepción legal de la

122

 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas, cit., párr. 188.

123

 Cfr. id., párr. 191.

124

 Cfr. id., párr. 206.

125

 Cfr. Caso Fermín Ramírez, cit., párrs. 81 y 89 a 98.
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peligrosidad finca el ejercicio del ius puniendi estatal sobre las caracterís-

ticas personales del agente y no sobre el hecho cometido. Así se sustituye

el Derecho penal de acto o de hecho, propio del sistema penal de una

sociedad democrática, por el Derecho penal de autor, que abre la puerta

al autoritarismo precisamente en una materia en la que se hallan en juego

los bienes jurídicos de mayor jerarquía
126

.

El orden penal sustantivo o el correspondiente régimen adjetivo pue-

den crear figuras que implican obstáculo para la persecución de los deli-

tos o la ejecución de las sanciones. Esta cuestión fue abordada por la

Corte, de tiempo atrás, a propósito de las llamadas leyes de «autoam-

nistía», incompatibles con la Convención Americana. Las decisiones adop-

tadas entonces han informado nuevas sentencias
127

 sobre ese género de

valladares para la persecución, que se traducen en impunidad y, desde la

perspectica del Pacto de San José, en inobservancia del deber de respeto

y garantía que establece el artículo 1.1 y que los Estados partes en aquél

han asumido a título de ineludible compromiso. Sobre esta materia, la

Corte insistió en que ninguna ley o disposición interna —conceptos que

abarcan normas de amnistía y plazos de prescripción— puede oponerse al

cumplimiento de las decisiones jurisdiccionales internacionales a propósi-

to de la investigación y sanción de los responsables de violaciones de

derechos humanos
128

.

Por lo que hace al alcance de la potestad tipificadora penal de los

Estados, es interesante mencionar el límite que pudieran representar los

datos de licitud de la conducta que operan como naturales excluyentes de

incriminación. Si el juzgador ordinario ha de analizar rigurosamente, para

sustentar la determinación punitiva, el comportamiento del agente de la

supuesta infracción, también debe considerar los factores que excluyen

semejante determinación a título de causas de justificación.

Fue así que la Corte sostuvo, a propósito del artículo 9 de la Conven-

ción Americana, que se refiere al principio de legalidad y no retroac-

tividad, que en el momento de la aplicación de la ley penal el juez debe

atenerse estrictamente a lo dispuesto por ésta y verificar con el mayor

cuidado la adecuación de la conducta del inculpado a la descripción legal,

para evitar la penalización de actos que no sean delictuosos conforme al

ordenamiento penal, y en seguida —a la luz del caso sub judice— señaló

que el acto médico, el cuidado del enfermo, la atención que se otorga a

éste por parte de un facultativo para el rescate de la salud, es esencial-

mente lícito. El médico tiene el deber de brindar atención profesional a

quien la requiere. En consecuencia, el acto médico no debe ser penaliza-

126

 Cfr. id., párrs. 81 y 89 a 98.

127

 Cfr. Caso Almonacid Arellano y otros, cit., párrs. 110, 151 y 165-189,

128

 Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana. Sentencia de 15 de julio de 2005, párrs. 141

a 167.
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do, como tampoco debe ordenarse al profesional de la medicina, so pena

de sanción penal, que denuncie los hechos delictuosos del paciente bajo

su cuidado, que ha conocido en relación con el tratamiento médico que se

le solicita y que debe proveer
129

.

10. LIBERTAD DE EXPRESIÓN (ARTÍCULO 13)

La jurisdicción interamericana se ha ocupado en cuestiones concernien-

tes a la libertad de pensamiento y expresión, en los términos del artícu-

lo 13 de la Convención, así como del artículo 14 del mismo instrumento,

éste sobre el derecho de rectificación y respuesta. El criterio de la Corte

sobre estas cuestiones se ha expresado tanto en opiniones consultivas como

en sentencias sobre asuntos contenciosos e incluso en determinaciones acer-

ca de medidas provisionales. Abarca extremos tan diversos como el ejer-

cicio del periodismo, la difusión de noticias a través de medios electróni-

cos, el umbral de tolerancia en el crítica sobre actividades de funcionarios

públicos, la censura previa, el debate político, el deber de confidencia-

lidad, el acceso a la información en poder del Estado, etcétera.

En años recientes —período al que corresponde esta noticia— las re-

soluciones de la Corte Interamericana comprendieron: dimensiones indivi-

dual y social del derecho a la expresión, relación entre democracia y li-

bertad de pensamiento y expresión, papel del periodismo y de los medios

de comunicación, importancia de la libertad de pensamiento y de expre-

sión en el marco de una campaña electoral y restricciones permitidas en

una sociedad democrática. Asimismo, el Tribunal enfatizó que debe exis-

tir un mayor margen de tolerancia frente a afirmaciones y apreciaciones

vertidas en el curso de los debates políticos o sobre cuestiones de interés

público
130

.

En el ámbito de aplicación del artículo 13, el Tribunal se pronunció

por primera vez sobre la prohibición de publicar un libro como acto de

censura previa
131

. Se destacó que «la expresión y la difusión del pensa-

miento son indivisibles». A fin de garantizar efectivamente el derecho a

la libertad de pensamiento y de expresión, el Estado no puede limitar

indebidamente el derecho a difundir las ideas y opiniones
132

. Además, la

Corte declaró que son incompatibles con el artículo 13 ciertas normas

penales sobre desacato, y ordenó derogar y modificar las correspondientes

129

 Cfr. Caso De la Cruz Flores. Sentencia de 18 de noviembre de 2004, párrs. 82

y 102.

130

 Cfr. Caso Ricardo Canese. Sentencia de 31 de agosto de 2004, párrs. 97, 98, 103

y 105; y Caso Herrera Ulloa. Sentencia de 2 de julio de 2004, párrs. 116-120 y 124.

131

 Cfr. id., párr. 74.

132

 Cfr. id., párr. 72.
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disposiciones internas
133

. En este caso específico, señaló que la legislación

relativa al desacato «establecía sanciones desproporcionadas por realizar

críticas sobre el funcionamiento de las instituciones estatales y sus miem-

bros, suprimiendo el debate esencial para el funcionamiento de un siste-

ma verdaderamente democrático y restringiendo innecesariamente el dere-

cho a la libertad de pensamiento y de expresión»
134

.

Especial importancia ha tenido el pronunciamiento de la Corte a pro-

pósito del derecho de acceder a información bajo control del Estado, po-

sibilidad que se reconoce a cualquier individuo, sin necesidad de acreditar

interés directo en el asunto al que se refiere la solicitud. La decisión de

la Corte se funda en los términos del artículo 13 CADH, que reconocen

el derecho a «buscar» y «recibir» información. Sobre este particular, el

Tribunal afirmó que la actuación del Estado se rige por los principios de

publicidad, transparencia y máxima divulgación. En la especie, las restric-

ciones se hallan establecidas en la Convención (artículo 13.2), han de

corresponder al objetivo previsto en ésta, ser necesarias en una socidad

democrática, estar orientadas a satisfacer un interés público imperativo y

ser proporcionales al fin procurado; es preciso optar por las restricciones

que afecten menos el derecho reconocido. El acceso a la información

favorece el control social democrático sobre la actuación del Estado. Com-

pete a éste probar el debido fundamento de las restricciones que dispon-

ga
135

. El Estado dbe establecer un recurso sencillo, rápido y efectivo con-

tra la negativa de suministrar información
136

.

Asimismo, ha sido interesante el pronunciamiento de la Corte, en el

marco de la libertad de expresión —y tomando en cuenta la protección

de la identidad y el respeto a las particularidades culturales del sujeto—,

del derecho a expresarse en el idioma que eleija el individuo. El punto se

presentó en torno a la comunicación en lengua indígena entre personas

detenidas en un reclusorio
137

.

11. DERECHOS DEL NIÑO (ARTÍCULO 19)

Los derechos del niño, en los términos del artículo 19 CADH, han

sido examinados por la Corte Interamericana en el ejercicio de su compe-

tencia consultiva y contenciosa. Supra he mencionado esta cuestión en

diversos apartados en que fue pertinente la referencia. A este respecto, hay

pronunciamientos notables correspondientes a diversos años: lo son la re-

133

 Cfr. id., párr. 254.

134

 Cfr. id., párr. 88.

135

 Cfr. Caso Claude Reyes y otros, cit., párrs. 77, 86-93, 98 y 101.

136

 Cfr. id., párrs. 137 y 139.

137

 Cfr. Caso López Alvarez, cit. párrs. 168 y 171.
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ferida OC-17/02
138

 y varias sentencias a propósito de violaciones a los

derechos a la vida, la integridad, el debido proceso y otrs derechos, en

agravio de menores de edad
139

. En resoluciones de reciente fecha se exa-

minó el daño causado a niños hijos de reclusas por la privación del con-

tacto y la relación con éstas
140

, y la indebida incorporación al Ejército de

menores de 18 años —que en la especie culminó en privación arbitraria

de la vida— y la participación de éstos en hostilidades, rechazada por el

Derecho internacional
141

.

12. NACIONALIDAD, PERSONALIDAD JURÍDICA Y NOMBRE (ARTÍCULOS 3,

18 Y 20)

Compete a los Estados determinar quiénes tienen la condición de na-

cionales. Sin embargo, dicha facultad está limitada por el deber estatal de

brindar a los individuos la protección igualitaria y efectiva de la ley, sin

discriminación, y por la obligación de prevenir, evitar y reducir la apa-

tridia, situación que imposibilita el goce de derechos civiles y políticos y

acarrea extrema vulnerabilidad
142

. El principio de derecho imperativo que

asegura la protección igualitaria y efectiva de la ley y la no discrimina-

ción determina que los Estados, al regular el otorgamiento de nacionali-

dad, se abstengan de establecer regulaciones discriminatorias o que tengan

efectos discriminatorios para el ejercicio de derechos entre los integrantes

de los diferentes grupos de población
143

.

En cuanto a la nacionalidad de los hijos de migrantes, se consideró

que: a) el estatus migratorio de una persona no puede ser condición para

el otorgamiento de nacionalidad por parte del Estado, ya que la calidad

migratoria no justifica, de ninguna forma, privar a alguien del derecho a

la nacionalidad ni del goce y ejercicio de sus derechos; b) el estatus mi-

gratorio de una persona no se transmite a sus hijos, y c) el nacimiento en

el territorio del Estado es la única condición para adquirir una nacionali-

dad, en lo que respecta a quienes no tendrían derecho a otra nacionali-

138

 «Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño», Opinión Consultiva OC-17/02

del 28 de agosto de 2002.

139

 Así, Caso Villagrán Morales y otros (Caso de los «Niños de la Calle»). Sentencia de

19 de noviembre de 1999; Caso Bulacio, cit.; Caso Molina Theissen. Sentencia de 4 de

mayo de 2004; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, cit.; Caso «Instituto de Reedu-

cación del Menor», cit.,; Caso de las Hermanas Serrano Cruz, cit.; Caso de las Niñas Yean

y Bosico, cit.

140

 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro, cit., párr. 341.

141

 Cfr. Caso Vargas Areco, cit., párrs. 77 y 122.

142

 Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico, cit., párrs. 140 y 142.

143

 Cfr. id., párr. 141.
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dad, si no adquieren la del Estado en el que nacieron
144

. Los requisitos

exigidos para comprobar el lugar de nacimiento deben ser razonables y

hallarse establecidos con anterioridad por la autoridad competente, en for-

ma objetiva y clara, y no han de constituir obstáculo para ejercer el de-

recho a la nacionalidad
145

.

La carencia de nacionalidad y la condición de apátrida ocasionan

extrema vulnerabilidad, en tanto repercuten sobre los derechos al recono-

cimiento de la personalidad jurídica y al nombre, consagrados en los ar-

tículos 3 y 18 de la Convención
146

. La nacionalidad incide en el reco-

nocimiento de la personalidad jurídica; la falta de dicho reconocimiento

lesiona la dignidad humana, porque niega al individuo, en forma absolu-

ta, su condición de sujeto de derechos y lo hace vulnerable con respecto

a los deberes que frente a él tienen el Estado y otros particulares
147

. El

Estado debe proveer los medios para el ejercicio del derecho a la perso-

nalidad jurídica, especialmente cuando de trata de personas en situación

de vulnerabilidad, marginación y discriminación
148

. La carencia de inscrip-

ciones en el registro civil —en la especie, por lo que toca a miembros de

una comunidad indígena— viola el derecho al reconocimiento de la per-

sonalidad jurídica
149

.

El derecho al nombre constituye un elemento básico e indispensable

de la identidad de cada persona
150

. Los Estados deben proteger ese dere-

cho y proveer las medidas necesarias para facilitar el registro del indivi-

duo inmediatamente después de su nacimiento
151

.

13. PROPIEDAD (ARTÍCULO 21)

En este ámbito se inscribe parte del análisis hecho por la Corte a pro-

pósito de los derechos de pensionistas, que menciono en otra parte del

presente trabajo. Asimismo, figuran aspectos relevantes de la posesión de

bienes, la libertad de pensamiento —en lo que atañe a los derechos auto-

rales— y la reclamación de tierras ancestrales por parte de comunidades

indígenas.

Es importante que la Corte haya resuelto que el artículo 21 protege el

derecho de propiedad en un sentido que comprende, entre otros extremos,

144

 Cfr. id., párr. 156.

145

 Cfr. id., párrs. 171 y 191.

146

 Cfr. id., párr. 175.

147

 Cfr. id., párrs. 178 y 179.

148

 Cfr. Caso de la Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, cit., párr. 189.

149

 Cfr. id., párr. 190 y 192.

150

 Cfr. Caso de las Niñas Yean y Bosico, cit.id., párr. 182.

151

 Cfr. id., párr. 183.
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la posesión de los bienes
152

. También lo es la precisión acerca del amparo

que el mismo precepto brinda a los derechos de autor como parte inte-

grante del patrimonio de una persona. En un caso referente a libertad de

expresión, el Tribunal precisó que la protección del uso y goce de la obra

intelectual «confiere al autor derechos que abarcan aspectos materiales e

inmateriales». El aspecto material «abarca, entre otros, la publicación,

explotación, cesión o enajenación de la obra». El inmaterial «se relaciona

con la salvaguarda de la autoría de la obra y la protección de su integri-

dad»; es el vínculo entre el creador y la obra creada, vínculo que se pro-

longa en el tiempo
153

.

Ante la Corte se han planteado diversas cuestiones que conciernen a

comunidades indígenas, cuya importancia es particularmente notable en

diversos países de la región americana. La superposición de órdenes jurí-

dicos diversos y antagónicos, o en todo caso discrepantes —así, sucesiva-

mente: sistema de tenencia de la tierra en la etapa precolombina, régimen

colonial, ordenamiento en el período independiente, especialmente a la luz

de la legislación agraria con orientación social—, ha dado lugar a contro-

versias de gran profundidad y muy antiguo origen, insuficientemente aten-

didas y resueltas. Obviamente, en este campo no sólo vienen a cuentas

reclamaciones territoriales, sino violaciones de otro carácter, que involu-

cran, inclusive, la afectación de los derechos a la vida, a la integridad

y a la libertad
154

. Atenta a la disposición del artículo 1.2 de la Conven-

ción Americana, la Corte ha entendido que su competencia se ejerce a

propósito de derechos individuales existentes en el marco de derechos co-

lectivos.

El Estado debe ofrecer a los miembros de las comunidades indígenas

un procedimiento interno eficaz que les permita solicitar la reivindicación

de sus tierras ancestrales, como garantía del derecho a la propiedad co-

munal. Al establecer esta garantía es preciso considerar que la tierra se

relaciona estrechamente con las tradiciones, costumbres y lenguas, artes y

ritos, derecho consuetudinario, filosofía y valores, conocimientos y usos

vinculados con la naturaleza, así como otros extremos, entre ellos vestido

y alimentos
155

.

De conformidad con el artículo 2 de la Convención Americana, los

Estados deben instituir procedimientos jurídicos adecuados para atender

las reivindicaciones de los pueblos indígenas y resolver los reclamos, de

152

 Cfr. Caso Tibi, cit., párr. 218.

153

 Cfr. Caso Palamara Iribarne, cit., párr. 103.

154

 Sobre la tipología de las violaciones en contra de comunidades indígenas y sus in-

tegrantes, cfr. GARCÍA RAMÍREZ, «Dos temas recurrentes: debido proceso y derechos de

indígenas», en La jurisdicción interamericana..., cit., pp. 276 y ss.

155

 Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana, cit., párrs. 128 a 135; y Caso de la Comuni-

dad Indígena Yakye Axa., cit., párrs. 102 y 154.
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modo que aquéllos cuenten con la posibilidad real de recuperar sus tie-

rras
156

. Los trámites deben ser accesibles y simples, y los órganos públi-

cos deben disponer de las condiciones técnicas y materiales necesarias para

dar oportuna respuesta a las solicitudes que reciban
157

.

La posesión de las tierras reclamadas no condiciona el derecho a la

recuperación de éstas
158

, que se mantiene vigente mientras persista la rela-

ción especial que vincula a la comunidad con sus tierras tradicionales

—relación que constituye un factor espiritual y material de identidad de

los pueblos indígenas— y que puede manifestarse por diversas vías
159

.

14. DERECHOS DE PENSIONISTAS (ARTÍCULOS 21 Y 26)

Como manifesté supra, no han llegado al conocimiento de la Corte

casos que permitan adelantar sustancialmente el examen jurisprudencial

sobre derechos económicos, sociales y culturales. En consecuencia, el tra-

tamiento de la materia ha sido relativamente escaso. Entre los asuntos

planteados a este respecto, figura un litigio sobre derechos adquiridos por

beneficiarios de pensiones derivadas de la relación laboral. En concepto

del Tribunal, no se trató de un caso adecuado para sustentar el amplio

examen de la progresividad de los derechos sociales y las implicaciones

del derecho a pensión en amplios grupos de población.

Con todo, hubo oportunidad para que la Corte estableciera algunos

criterios sobre el desarrollo progresivo de estos derechos, previsto en el

artículo 26 de la Convención. Entre aquéllos figuró el siguiente, que pon-

dera el componente social del derecho individual, es decir, la referencia

del derecho de la persona al contexto en el que éste se ejerce y reclama:

«El desarrollo progresivo se debe medir, en el criterio de este Tribunal,

en función de la creciente cobertura de los derechos económicos, sociales

y culturales en general, y del derecho a la seguridad social y a la pensión

en particular, sobre el conjunto de la población, teniendo presentes los

imperativos de la equidad social, y no en función de las circunstancias de

un muy limitado número de pensionistas no necesariamente representati-

vos de la situación general prevaleciente»
160

.

El Tribunal hizo diversas consideraciones sobre el carácter de la pen-

sión como derecho adquirido, en su caso, a la luz del artículo 21 de la

Convención (derecho de propiedad), su significado y las referencias que

156

 Cfr. Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa, cit., párr. 102; Caso de la Comu-

nidad Indígena Sawhoyamaxa, cit., párr. 135..

157

 Cfr. Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa, cit., párr. 102 in fine.

158

 Cfr. Caso de la Comunidad Indígna Sawhoyamaxa, cit., párr. 128.

159

 Cfr. id., párrs. 131 y 135.

160

 Cfr. Caso «Cinco Pensionistas», cit., párr. 147.
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es preciso observar para cuantificar la pensión y fijar los límites de ésta
161

.

Sobre este punto, sostuvo que cuando una persona ha cubierto las cuotas

que debe pagar al fondo de pensiones, de conformidad con la ley perti-

nente, deja de prestar servicios en la entidad donde ha trabajado y se

acoge al régimen de jubilaciones en los términos previstos en el ordena-

miento jurídico aplicable, adquiere un derecho de propiedad sobre los

efectos patrimoniales del derecho a la pensión, «de conformidad con lo

dispuesto en la normativa constitucional» del Estado.

Ahora bien, los Estados pueden imponer limitaciones al goce del de-

recho de propiedad por razones de utilidad pública o interés social, de

conformidad con el propio artículo 21 de la Convención. Los Estados

pueden reducir el monto de las pensiones conforme a la ley y por los

motivos indicados. El artículo 5 del Protocolo Adicional a la Convención

Americana en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

(«Protocolo de San Salvador») sólo permite establecer limitaciones y res-

tricciones al goce y ejercicio de los derechos económicos, sociales y

culturales «mediante leyes promulgadas con el objeto de preservar el bien-

estar general dentro de una sociedad democrática, en la medida que no

contradigan el propósito y razón de los mismos». La Corte señaló que

«(en) toda y cualquier circunstancia, si la restricción o limitación afecta

el derecho a la propiedad, ésta debe realizarse, además, de conformidad

con los parámetros establecidos en el artículo 21 de la Convención Ame-

ricana»
162

.

15. CIRCULACIÓN Y DESPLAZAMIENTO FORZADO (ARTÍCULO 22)

Es relevante que la Corte se haya ocupado, en la medida de su com-

petencia material y conforme a las características del caso sub judice, del

problema que implica, desde la perspectiva de los derechos humanos, el

desplazamiento forzado. Este ha aparecido en diversos países, bajo el im-

pulso de distintos factores.

Sobre esa cuestión, la Corte Interamericana observó que el derecho de

circulación y de residencia, previsto en el artículo 22 CADH, puede verse

limitado por situaciones de facto, originadas en el miedo fundado que

aleja a los miembros de una comunidad de su territorio ancestral
163

. En

razón de la complejidad del fenómeno del desplazamiento interno y de la

amplia gama de derechos humanos que afecta o pone en riesgo, y en aten-

ción a la especial debilidad, vulnerabilidad e indefensión en las que gene-

161

 Cfr. id., párrs. 94-121.

162

 Cfr. Caso «Cinco Pensionistas», cit., párr. 116.

163

 Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana, cit., párrs. 107 a 121.
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ralmente se encuentran los desplazados, la situación de éstos puede ser

entendida como una condición individual de desprotección de facto, dife-

rente de la que enfrentan otras personas que se hallan en situaciones se-

mejantes
164

.

16. DERECHOS POLÍTICOS Y PROCESO ELECTORAL (ARTÍCULOS 8 Y 23)

Creo pertinente examinar en este incido los dos puntos que se enun-

cian en el epígrafe, aunque en un extremo se trata de los derechos políti-

cos, en el doble campo de la titularidad y el ejercicio, y en el otro del

procedimiento de control sobre el proceso electoral —por lo tanto, un

tema del debido proceso proyectado sobre una materia política—, temas

que guardan estrecha relación entre sí y fueron analizados por la Corte

Interamericana en una sola sentencia.

En el 2005, la Corte se pronunció por primera vez acerca de la vio-

lación a derechos políticos protegidos por el artículo 23 de la Convención

Americana. Declaró que el Estado violó el derecho al voto pasivo en

perjuicio de personas propuestas por una organización indígena para ser

inscritas y participar en elecciones municipales. Aquella organización agru-

paba a miembros de numerosas comunidades indígenas y étnicas. La Cor-

te consideró que el Estado había introducido y aplicado disposiciones

electorales que establecían una restricción indebida al ejercicio del corres-

pondiente derecho político y lo reglamentaban en forma discriminatoria.

Es indispensable —señaló la Corte— que el Estado genere condicio-

nes y provea mecanismos óptimos para que los derechos políticos relati-

vos a la participación en la dirección de los asuntos públicos, votar, ser

elegido y acceder a las funciones públicas, consagrados en el artículo 23

de la Convención, puedan ser efectivamente ejercidos, con respeto al prin-

cipio de igualdad y no discriminación
165

. Esa obligación de garantizar no

se cumple con la mera expedición de normas que reconozcan formalmen-

te tales derechos; se requiere que el Estado adopte las medidas necesarias

para garantizar el pleno ejercicio de éstos, considerando la situación de

debilidad o desvalimiento en que se encuentran los integrantes de ciertos

sectores o grupos sociales
166-167

.

La participación en los asuntos públicos de organizaciones diversas de

los partidos, con miras a la realización de fines comunes, es esencial para

garantizar la expresión política legítima y necesaria cuando se trate de

grupos de ciudadanos que de otra forma podrían quedar excluidos de esa

164

 Cfr. Caso de la «Masacre de Mapiripán», cit., párrs. 168 a 189.

165

 Cfr. Caso YATAMA. Sentencia de 23 de junio de 2005, párrs. 194 y 195.

166

 Cfr. id., párrs. 201 y 202.

167

 Cfr. id., párr. 206.
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participación. Por lo demás, la Convención Americana no condiciona el

derecho de los ciudadanos a postularse como candidatos a cargos electi-

vos al requisito de hacerlo a través de un partido político
168

.

En el caso sub judice, el Tribunal indicó que como consecuencia de

la violación al derecho de los candidatos a ser electos se privó a los elec-

tores de la opción política que aquéllos representaban. Esto limitó el ejer-

cicio del derecho a votar e incidió negativamente en la más amplia y

libre expresión de la voluntad del electorado, con desfavorables conse-

cuencias para la democracia
169

.

Igualmente, en este caso el Tribunal se pronunció por primera vez

sobre el control jurisdiccional de los órganos supremos electorales y esta-

bleció que éstos deben quedar sujetos a un control de esa naturaleza que

permita determinar si sus actos fueron consecuentes con los derechos y

las garantías mínimas previstos en la Convención Americana, así como

con los establecidos en la legislación interna. Esto es compatible con el

respeto a las funciones propias de aquellos órganos. El recurso que se

establezca para favorecer el referido control debe ser sencillo y rápido,

tomando en cuenta las particularidades del procedimiento electoral
170

.

La Corte analizó ciertos requisitos que debe reunir una sentencia, que

no habían sido examinados con el mismo detalle en otras resoluciones

acerca del debido proceso y cuya definición va más allá del enjuiciamien-

to electoral y constituye un precedente importante para la solución de

otros casos. Me refiero a la garantía de fundamentación que debe obser-

varse en todas las decisiones de órganos internos que puedan afectar dere-

chos humanos, como lo es el derecho a la participación política
171

.

17. OTROS TEMAS

Entre otros temas abordados por la Corte se hallan la debida protec-

ción a defensores de derechos humanos, que constituye un deber del Es-

tado en una sociedad democrática
172

; la caracterización de los trabajos for-

zosos, conforme a ciertos elementos, que implican violación a la CADH
173

,

y la tutela al ámbito personal que debe estar al abrigo de interferencias

ilícitas, cuestión examinada en el contexto de afectaciones al domicilio
174

.

168

 Cfr. id., párrs. 215 y 217.

169

 Cfr. id., párr. 226.

170

 Cfr. id., párrs. 175 y 176.

171

 Cfr. id., párrs. 194 y 195. Además, cfr. Caso Claude Reyes, cit., párrs. 120 y 122.

172

 Cfr. Caso Nogueira Carvalho. Sentencia de 28 de noviembre de 2006, párrs. 74-77.

173

 Cfr. Caso de las Masacres de Ituango. Sentencia de 1 de julio de2006, párs. 160-

161 y 164.

174

 Cfr. id., párr. 197.


